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RESUMEN
El presente trabajo se realizó con la finalidad de Determinar los Factores Criminológicos Desencadenantes de los Delitos de  Género en los Pobladores del Sector  Mañonguito del Municipio Valencia del Estado Carabobo. Sustentado bajo un estudio documental y de campo, el cual fue percibido como la indagación de problemas con la finalidad de descubrirlos, explicar sus causas y efectos, los factores que los constituyen y predecir su ocurrencia.  Los datos se recogieron de forma directa de la realidad, a partir de datos originales, con una muestra de Veinticuatro (24) residentes del Sector  Mañonguito de la  ciudad de  Valencia, quienes estuvieron  involucrados de manera  directa  en el caso a investigar,  aplicando una encuesta apoyada en un instrumento elaborado  con 10  preguntas dicotómicas con  las alternativas Si o No, de las cuales se extrajeron las estadísticas para la elaboración de los gráficos porcentuales que le dieron validez a la investigación. Concluyendo  que  el estado como órgano garante  del bienestar social, debe trabajar en pro de la disminución de los delitos de género diseñando, ejecutando y evaluando  planes, programas  y proyectos que vayan en consonancia con las exigencias del conflicto y que verdaderamente se aporten soluciones  para  brindar  confianza a la población  de mujeres  afectadas  y  que además  se empleen campañas de información que abarquen todos los espacios de la sociedad,  con  el  fin  de  erradicar  la desigualdad  de género.  
Palabras Claves: Delitos de Género. Factores Criminológicos
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SUMMARY

This work was performed in order to determine the Criminological Triggers of Gender Crimes Villagers Mañonguito Sector of the Municipality of Carabobo State Valencia. Supported under a desk study and field, which was perceived as the investigation of problems in order to uncover, explain its causes and effects, factors that constitute them and predict their occurrence. Data were collected directly from reality, from original data, with a sample of twenty-four (24) residents Mañonguito Sector of the city of Valencia, who were directly involved in the case to investigate, using a survey supported by a tool developed with 10 dichotomous questions with yes or no alternatives, which statistics for the development of graphics percentage that gave validity to the research were extracted. Concluding that the state as guarantor body of social welfare, should work towards reducing gender crimes designing, implementing and evaluating plans, programs and projects that are in line with the demands of conflict and truly solutions contribute to provide confidence in the population of women affected and also information campaigns covering all areas of society, in order to eradicate gender inequality are employed. 
Keywords: Gender Crime. criminological factors.

INTRODUCCIÓN

La mujer desde tiempos inmemoriales ha sido tratada con sometimiento, estando siempre bajo el dominio del hombre, bien sea, padre, hermano o esposo, restándole el valor que la misma obstenta, en virtud de ser, no sólo progenitora dadora de vida, sino también pilar fundamental en el desarrollo de ésta, de la familia y por ende, de la sociedad. Tal situación de subyugación ha traído como consecuencia, que la mujer sea considerada como un ser inferior, siendo por ello, objeto de maltrato y de violencia desde los más variados ámbitos.

Al respecto, la comunidad internacional ha elaborado una serie de mecanismos jurídicos con la finalidad de prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, o violencia de género. Todo esto, como producto de las luchas de las mujeres a través del tiempo, como lo hicieron Olympes de Gouges (1791) con la Declaración de los Derechos de la Mujer y la Ciudadana, Sor Juana Inés de la Cruz (1689), entre muchas otras; de la promulgación de la Declaración Universal sobre los Derechos Humanos (1948); y de constatar la realidad imperante, al ser la violencia contra la mujer un asunto de salud pública, por las nefastas consecuencias que ella conlleva. 
Evidentemente, Venezuela no escapa de tal realidad, por lo que desde hace más de una década asumió el problema de la discriminación y la violencia contra la mujer, como un tema que abordar, en el sentido que constituye una traba para la realización de los fines del Estado y la armonía de la sociedad, promulgando leyes dirigidas a evitar tales situaciones, donde la mujer se encuentra en minusvalía en innumerables casos, hasta llegar a la Le y Orgánica sobre el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia (2007), Ley ésta que protege al mal llamado sexo débil, desde toda perspectiva, al brindarle a la mujer no sólo una gama de derechos y garantías, sino también, el tipificar como delitos, aquella serie de conductas que vayan en desmedro de ésta. 
Ahora bien, en Venezuela, después de haber sido promulgada la Ley Orgánica sobre el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, los delitos de violencia de género siguen en la actualidad en escala ascendente; de allí la inquietud de este autor  en desarrollar un trabajo investigativo que permita analizar y determinar el nivel de eficacia de la Ley Orgánicas sobre el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia. A tal efecto, se planteó como objetivo general el determinar la eficacia de la Ley Orgánica sobre el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia en los procesos concernientes a los delitos tipificados en la misma, dentro de la Circunscripción Judicial Penal del Estado Carabobo. 
Para la obtención del respectivo objetivo se presenta este trabajo investigativo conformado por cuatro capítulos; un primer capítulo en donde se plantea el problema en sí, los objetivos y la justificación de la investigación. El capítulo dos viene dado por los antecedentes de la investigación, así como las bases, teóricas, conceptuales y legales en que se fundamenta la misma junto con la operacionalización de las variables existentes. Un tercer capítulo contentivo del marco metodológico que se empleó; un cuarto capítulo en el cual se analizaron e interpretaron los resultados obtenidos, seguido de las conclusiones y recomendaciones  del estudio realizado finalizando con, las referencias bibliográficas y los anexos correspondientes 

CAPÍTULO I

EL PROBLEMA

Planteamiento del Problema

En las últimas décadas se ha ido reconociendo cada vez más en el ámbito internacional que los delitos de género son un grave problema, no sólo para las mujeres sino también para el logro de la igualdad, el desarrollo y la paz (Organización de las Naciones Unidas, 1986). Asimismo, el tema emergió como una prioridad de las organizaciones de mujeres de la región y de la reflexión feminista durante el Decenio de las Naciones Unidas para la Mujer (1976-1985).
Recientemente se ha propuesto la adopción de dos nuevos instrumentos internacionales en los que se reconoce que todas las formas de delitos de  género constituyen violaciones a los derechos humanos: la Declaración 48/104 de la Asamblea General de las Naciones Unidas sobre la Eliminación de la Violencia Contra la Mujer,  y la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer, propuesta por la Organización de los Estados Americanos por intermedio de la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM. 1993).
En la Declaración 48/104, se reconoce la urgente necesidad de hacer extensivos a las mujeres los derechos y principios relativos a la igualdad, seguridad, libertad, integridad y dignidad de todos los seres humanos. En el artículo 1 se define la violencia contra la mujer "como todo acto de violencia basado en la diferencia de género que tenga o pueda tener como resultado un daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico para la mujer, inclusive las amenazas de tales actos, la coacción o la privación arbitraria de la libertad, tanto si se producen en la vida pública como privada". En el artículo 2 se considera que los delitos de  género "abarcan los siguientes actos, aunque sin limitarse a ellos: a) la violencia física, sexual y psicológica que se produzca en la familia, incluidos los malos tratos, el abuso sexual de las niñas en el hogar, la violación por el marido, ... los actos de violencia perpetrados por otros miembros de la familia y la violencia relacionada con la explotación; b) la violencia física, sexual y psicológica perpetrada dentro de la comunidad en general, inclusive la violación, el abuso sexual, el acoso y las intimidaciones en el trabajo, en instituciones educacionales y en otros lugares, la trata de mujeres y la prostitución forzada; c) la violencia física, sexual y psicológica perpetrada o tolerada por el Estado, dondequiera que ocurra" (ONU, 1994).

En síntesis, los avances logrados se centran fundamentalmente en dos áreas: hacer visible la violencia contra las mujeres y las violaciones de sus derechos humanos y la consideración de sus intereses y demandas en los instrumentos sobre protección y promoción de los derechos humanos de las Naciones Unidas.
Estudios realizados indican que la respuesta social al fenómeno de la delitos de  género debe incluir necesariamente la eliminación de las trabas institucionales a las que se enfrentan las mujeres y que conducen a la "victimización secundaria" (Viano, 1987), ya que cuando solicitan ayuda se las trata con hostilidad o son atendidas en forma negligente y discriminatoria por los funcionarios encargados de brindarles apoyo. Muchas veces se culpa a la víctima, se pone en duda su versión de los hechos, se tiende a ignorar la gravedad de las agresiones asociándolas a otros factores como embriaguez y adulterio y, en general, se presentan grandes resistencias a los cambios legales recientes. Varios países de la región han respondido al desafío de redefinir el papel que pueden desempeñar los funcionarios públicos en el control y la prevención de los delitos de género, y han iniciado programas de capacitación y sensibilización del personal del poder judicial.

En América Latina y el Caribe hay acuerdo que no es suficiente la promulgación de leyes; sino que también es necesario que las mujeres las conozcan y sepan cuáles son sus derechos, para exigir que se los respete y sentirse protegidas por un marco legal que no permite que los delitos de que son objeto queden en la impunidad y que la sociedad los ignore. Ésta es la idea que sirve de base a la labor de la mayoría de los centros de atención a mujeres golpeadas, y las oficinas y consultorios jurídicos que reciben apoyo de organizaciones no gubernamentales, como el Centro de Servicios Legales para la Mujer (CENSEL) de República Dominicana, la Oficina Jurídica de la Mujer de Cochabamba (Bolivia) y la Casa de la Mujer de Chimbote (Perú.). Rico (1992). 

En Venezuela existe el Instituto Nacional de la mujer INAMUJER, la División de atención a la violencia contra la mujer y la familia de la CICPC, la  Defensoría del Pueblo, Oficina de Atención a la Víctima de la Fiscalía General de la República, Comisión Permanente de Política de la Mujer y Participación Protagónica, el Ministerio Público y Oficina de Atención a la Víctima de la Fiscalía General de la República, entre otros. (Directorio de  centros de Atención, Social. Violencia de Género. Venezuela 2012).
La creación en la mayoría de los países de oficinas gubernamentales de la mujer, adscritas a ministerios o secretarías, ha dado, a pesar de los escasos recursos financieros y humanos con que cuentan, un importante impulso a actividades y programas de alcance nacional o provincial para afrontar los delitos de  género, específicamente la que se da en el espacio doméstico. En general, estas instituciones han hecho una contribución fundamental a la formulación de proyectos de ley y a la sensibilización de la opinión pública, los políticos y los legisladores. Además, debido al carácter multidimensional de los delitos de  género, que exige respuestas de tipo integral y la adopción de medidas gubernamentales de carácter intersectorial, se han establecido instancias de coordinación de acciones conjuntas.
Con la promulgación de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela de 1999, se definen importantes elementos representativos de la demanda de cambios en la relación Estado-Sociedad, que se manifiestan en el reconocimiento y trato constitucional que se otorga a los derechos sociales y a la definición del modelo político, fundamentado en la construcción de una ciudadanía de contenido social. Estos cambios colocan el punto de reflexión en la definición y delimitación de la naturaleza, contenido y alcance de la política social, entendida en sus relaciones necesarias con la noción del bienestar social.
En el caso de la prevención vista desde el control social formal, se realiza cuando ya el individuo ha vulnerado el sistema normativo de la sociedad y de lo que se trata entonces es de que no vuelva a repetir su actuar. En el control social informal, desde el momento en que comienza la socialización de las personas, su educación en normas y hábitos de conductas, la transmisión de valores positivos para que los aprehenda y negativos para que aprenda a identificarlos y no los asuma; al lograr el convencimiento y acatamiento de los individuos a esas normas sociales y su respeto por las leyes, se están previniendo conductas riesgosas de delito o simplemente aquellas que pueden dañar al resto de la sociedad, en este sentido juega un papel muy importante la comunidad, es allí donde se forman y desarrollan los individuos y donde se suceden los problemas que atañen al resto de la sociedad.
Es importante resaltar que las comunidades,  están compuestas por familias de escasos recursos y bajos ingresos, lo que repercute proporcionalmente en un evidente deterioro en la calidad de vida de sus habitantes, y la  falta de políticas públicas en educación y seguridad ciudadana, se  hace  necesario ejercer acciones en cuanto a la  toma de decisiones,  así como la  implementación de reglas o fórmulas que generen políticas capaces de transformar las necesidades existentes. En tal sentido, la presente investigación pretende  realizar un estudio que permita evaluar los  factores criminológicos desencadenantes de  delitos de  género  en el Sector Mañonguito de Valencia, para determinar los logros alcanzados y al mismo tiempo fortalecer aquellos aspectos que no han arrojado los resultados deseados.
Interrogantes de la Investigación

Interrogante Principal

¿Cuáles  son los factores criminológicos que inciden en  los delitos de  género en el Sector Mañonguito de la Ciudad de Valencia, en el Edo. Carabobo?
Interrogantes Secundarias

1. ¿Cuál es el nivel de incidencia de los  delitos de género en el Sector Mañonguito de Valencia, Edo. Carabobo?
2. ¿Cuáles son los factores criminológicos que desencadenan los delitos de  género en el sector Mañonguito de la ciudad de Valencia, estado Carabobo?
3. ¿Cuáles serían las alternativas de solución a considerar, para  prevenir  los  delitos de género en los Pobladores del Sector Mañonguito de Valencia, Edo. Carabobo? 
Objetivos de la Investigación
Objetivo General
Evaluar factores criminológicos desencadenantes  de los delitos de  género  en el sector  Mañonguito, del municipio Valencia  del estado Carabobo.
Objetivos Específicos

1. Establecer el nivel de incidencia de los delitos de género en el Sector Mañonguito de Valencia, Edo. Carabobo.

2. Identificar los factores criminológicos que desencadenan en  delitos de  género de la población.
3. Analizar los factores criminológicos que desencadenan delitos de género en el Sector Mañonguito de Valencia, Edo. Carabobo.
4. Recomendar alternativas de solución para la prevención de los  delitos de género en los Pobladores del Sector Mañonguito de Valencia, Edo. Carabobo.

Justificación y Delimitación del Estudio
La Constitución de la República Bolivariana de Venezuela (1999), ha servido como la base sobre el cual descansa todo el aparato del estado, Si se toma como punto de partida mejorar la calidad de vida de la sociedad, o en este caso en especial de los habitantes del sector Mañonguito, se debe iniciar que éste ha sido un país, con una trayectoria democrática, en donde la Carta Magna, protege los  derechos humanos, civiles, las acciones militares y sobre todo, como debe ser la participación de los ciudadanos en la vida política del país. En tal sentido  se hace obligante analizar si los aspectos socioculturales y económicos desencadenantes de los delitos de  género están intrínsecos dentro de las  leyes Venezolanas.

En tal sentido la presente investigación estará  dirigida a  analizar y definir los factores criminológicos más  relevantes  en la incidencia de delitos de género en la población, y  se inicia con un ciclo de visitas al Centro Poblado de Mañonguito, con la finalidad de conocer sus orígenes como también las diversas situaciones que allí se presentan  en cuanto a  violencia de género y maltrato a la mujer y a la familia.  

En consecuencia, el objetivo de la investigación es analizar los factores criminológicos  desencadenantes de los  delitos de género en los pobladores del sector Mañonguito, Valencia, edo. Carabobo, esperando de igual forma pueda  servir  de marco de referencia a posteriores investigadores.  El estudio en cuestión  se efectuará, desde el mes de junio, hasta el mes de Octubre de 2014.
CAPÍTULO II

MARCO TEÓRICO REFERENCIAL

Antecedentes del Objeto de Estudio

Dolande, Nardi y Zambrano, (2010) dieron por título a su investigación “Causas Socioculturales y Económicas que no permiten la denuncia Publica  Legal de los  Hombres por el Maltrato Doméstico por parte de  su pareja  en Venezuela”. Presentado en la Universidad Francisco de  Miranda de la ciudad de  Coro, estado Falcón. Este trabajo se  enmarcó en una investigación Documental-Bibliográfica; y concluye que una vez ocurrido un hecho de violencia de género tipificado por la Ley Orgánica sobre el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia como delito, la persona legitimada para hacerlo, puede denunciar el hecho ante la autoridad competente. 

Según esta investigación las personas legitimadas para denunciar, son las facultadas legalmente para hacerlo y son las mencionadas en el artículo 70 de esta Ley: la mujer agredida, sus parientes consanguíneos (padres, hermanos, tíos, abuelos) o afines (cuñados, suegros, yernos, nueras), el personal de salud de instituciones públicas o privadas (médicos y enfermeras de hospitales y clínicas) que tengan conocimiento de casos de violencia, las defensorías de los derechos de la mujer, los Consejos Comunales y otras organizaciones sociales como las juntas de vecinos o de condominios en los lugares donde existan, las ONG defensoras de los derechos de las mujeres y cualquier otra persona e institución que tuviere conocimiento de los hechos punibles previstos en esta Ley. El denunciante puede hacerlo verbalmente o por escrito con la asistencia de un abogado e incluso sin su asistencia, facultad que la Ley extendió hasta la posibilidad de hacerlo por sí mismo, para facilitar el acceso a la justicia en este tipo de hechos como parte de la tutela judicial efectiva.
El aporte de esta investigación revistió gran relevancia, ya que pudo medirse la  concordancia de las respuestas en cuanto la importancia de la intervención del estado  a través de las normativas  vigentes en los problemas que aquejan a las comunidades, específicamente en el caso de delitos de  género en algunos de sus residentes.

Peña (2011) tituló su investigación “Intervención de las Políticas Públicas en la disminución de los  Delitos de  Género en la ciudad de Puerto cabello, estado Carabobo”. Trabajo presentado en la Universidad Rómulo Gallegos, núcleo Maracay, estado Aragua.  Esta investigación se orientó al análisis sobre la intervención de políticas públicas  dirigidas a la disminución de los  delitos de  Género en diferentes municipios del estado Aragua. El mismo fue elaborado a través de una metodología de Campo, contando con una muestra al  azar de  25 mujeres de las diferentes comunidades, a quienes se les aplicó  una encuesta contentiva de 20 preguntas  dicotómicas, cuyas respuestas fueron representadas en gráficos porcentuales, los cuales determinaron  que con la intervención de las políticas públicas y estrictamente vigiladas, puede prevenir la violencia y la actividad delictual en cuanto a  género se refiere.

En el mismo se concluyó que de la necesidad de alcanzar un estado innovador, eficiente y eficaz en la satisfacción de las necesidades y demandas sociales, emerge la estrecha relación entre políticas públicas, participación social y seguridad ciudadana. En consecuencia, si bien es preciso modernizar en la construcción de políticas en el sector, igualmente es forzoso reconocer el valor de potenciar a los actores e instituciones públicas y a los actores sociales autónomos a través del fortalecimiento de la participación ciudadana. Esta investigación guarda estrecha  relación con el trabajo que se  presenta, ya que ambos están enfocados en el estudio de los delitos de  género  y las consecuencias que  dejan en la sociedad  urgida de políticas tendentes  a disminuir los índices de transgresiones.
Castro, J. (2010), presentó  su trabajo de grado titulado “La Violencia contra  la mujer  como Delito en el Sistema Penal Venezolano”, presentado en la Universidad Central de Venezuela, Caracas, Distrito Capital. Cuyo objetivo fue analizar los tipos de maltrato que  existen y que pueden ser  tipificados como delitos  graves  dentro del sistema penal venezolano vigente, tesis basada en un análisis comparativo entre el delitos físicos, y  psicológicos; El mismo se desarrollo  bajo  una metodología documental y campo,  concluyendo que ambos atentan contra la salud  y la moral que  afecta  de manera directa a otra persona. El mismo se desarrolló como una  investigación Documental y se concluyó en que el Estado Venezolano tiene el deber de adoptar todas las medidas administrativas, legislativas, judiciales y de cualquier otra índole que sean necesarias y apropiadas para asegurar el cumplimiento de la Ley Orgánica sobre el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia (G.O. Nº 38.770, de fecha 17/09/2007), para garantizar los derechos humanos de las mujeres víctimas de violencia. Cabe destacar que  esta investigación está  relacionada  con la que se presenta, ya que ambas tratan directamente lo concerniente a delitos de  género y  las  leyes que los enmarcan.


Bases Teóricas

Violencia de Género

El término “género” refleja un fundamento de la organización social, hace referencia a las especificidades sociales que se otorgan a los individuos en función de su sexo por parte de una comunidad y de una cultura. Así, en cada sociedad encontramos reglas, tanto implícitas como explícitas, que rigen el papel y el estatus de cada uno de sus miembros según su sexo. Estas reglas determinan lo que es aceptable, conveniente y apropiado dependiendo de si se es hombre o mujer. Dentro de la comunidad se aprende a ser un hombre o una mujer con los derechos y deberes propios de cada sexo. La violencia es el reflejo de la construcción de estas relaciones. Dentro de una sociedad, la desigualdad de poder y autoridad entre hombres y mujeres viene determinada por la historia, la cultura y otros determinantes sociales. Por tanto, la violencia no es un fenómeno aislado, sino que está estrechamente ligada a las normas socioculturales que repercutirán en la familia y en el grupo.

Esta premisa, por tanto, se alinea con la definición de violencia contra las mujeres dada por las Naciones Unidas: “todo acto de violencia basado en la pertenencia al sexo femenino que tenga o pueda tener como resultado un daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico para la mujer, así como las amenazas de tales actos, la coacción o la privación arbitraria de la libertad, tanto si se producen en la vida pública como en la vida privada.

El 14 de febrero de 2007, se declaró la constitucionalidad del carácter orgánico de la «Ley Orgánica sobre el Derecho de la Mujer a una Vida Libre de Violencia», oficializándose la decisión en Gaceta Oficial número 38.627, del 15-02-2007.

Así lo decidió la Sala Constitucional (Exp. 06-1870):

En ese orden de ideas, luego de analizar los fundamentos teóricos anotados, y sin que ello constituya pronunciamiento sobre la constitucionalidad del contenido de la normativa propuesta por la Asamblea Nacional, esta Sala se pronuncia a los efectos previstos en el artículo 203 constitucional, y al respecto considera que es constitucional el carácter orgánico otorgado a la legislación denominada “Ley Orgánica sobre el Derecho de la Mujer a una Vida Libre de Violencia”, pues ésta se adecua a las características jurídicas que tienen las leyes orgánicas, en cuanto a su forma y contenido, teniendo en cuenta que con la misma se pretende regular uno de los supuestos previstos en la citada norma constitucional que hacen posible convenir en su carácter orgánico.

En efecto, observa la Sala que la Ley Orgánica en cuestión desarrolla, de manera centralizada y convergente, la protección constitucional a la que se refiere el artículo 21.2 de la Constitución de 1999 a favor de las mujeres, por ser éstas, como ya indicó esta Sala, un grupo poblacional tradicionalmente vulnerable. Con independencia de las razones de conveniencia observadas por la Asamblea Nacional para dictar la Ley cuya naturaleza orgánica se examina bajo la calificación otorgada y de las competencias que, al respecto, tiene dicho órgano legislativo, esta Sala, luego de apreciar la importancia del contenido del texto normativo, advierte que éste incluye una regulación sobre las condiciones básicas o esenciales que garantizan a las mujeres una igualdad ante la ley real y efectiva; no contiene, por consiguiente, un diseño completo y acabado de su régimen jurídico, así como tampoco de otros derechos constitucionales afectados. De modo que, con la referida Ley Orgánica se pretende disciplinar el contenido primario, las facultades elementales y los límites esenciales de todo aquello que sea necesario para asegurar una igualdad ante la ley de las mujeres en el ejercicio efectivo de sus derechos exigibles ante los órganos jurisdiccionales y la Administración Pública.
La Ley Orgánica sobre el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia (2007), constituye el más reciente y más completo instrumento legal del que dispone en el país para enfrentar la violencia contra la mujer. Esta ley define todos los tipos de violencia de género (19 en total), incluyendo: violencia psicológica, acoso u hostigamiento, amenaza, violencia física, violencia doméstica, violencia sexual, acceso carnal violento, prostitución forzada, esclavitud sexual, acoso sexual, violencia laboral, violencia patrimonial y económica, violencia obstétrica, esterilización forzada, violencia mediática, violencia institucional, violencia simbólica, tráfico de mujeres, niñas y adolescentes y; trata de mujeres, niñas y adolescentes. 
En su texto crea una serie de instancias del Sistema de Justicia para garantizar el acceso de las mujeres a una vida libre de violencias: Tribunales con competencia en violencia contra la mujer y sus equipos multidisciplinarios, fiscales especializados, unidades de atención a la víctima, entre otras. Por otro lado, establece medidas de protección y de seguridad transitorias a favor de las mujeres, que dictan los órganos receptores de denuncias; así, por ejemplo, con la sola denuncia de la mujer basta para que la protección sea inmediata, garantizando así el derecho a la vida y a la integridad física, psicológica, laboral y patrimonial de las mujeres. Otro elemento altamente positivo es la ampliación del concepto de flagrancia; de hecho, la ley extiende la flagrancia lo cual hace más factible la acción protectora a la mujer agredida, hasta 24 horas después de acontecido el hecho, permitiendo la aprehensión del presunto agresor. 
La violencia social y la violencia de género 

Casi siempre se abordan de manera separada. Esto obedece a que en general vinculamos la violencia con guerra, tortura, muerte, dictadura, transgresión de derechos humanos, etc.  Pero no es tan común que se piense en otros fenómenos violentos, tan enraizados en lo social como los anteriores, como lo son el maltrato físico, psicológico y sexual que sufre la mujer por parte del compañero íntimo, el acoso sexual en el trabajo, las violaciones, etc.  Más aún, la violencia de género es un tipo de violencia que no suscita el horror generalizado de la sociedad. (Parra. 2002).

La violencia contra las mujeres ha salido a la luz en los últimos años y está aún tan naturalizada que parece inherente a los seres humanos, y por ende, imposible de modificar.  Pero se sabe que no existe el individuo aislado, dado que toda interacción humana se realiza dentro de un contexto social, también es sabido que ningún acto violento es sólo responsabilidad individual. Es la sociedad la responsable de su ejercicio. 

Para que sea posible el acto violento debe haber como condición una situación en la cual hay asimetrías de poder.  “La conducta violenta, entendida como el uso de la fuerza para la resolución de conflictos interpersonales, se hace posible en un contexto de desequilibrio de poder permanente o momentáneo”. (Corsi. 2.003). El terreno fértil donde crece la violencia de género es la dominación patriarcal tradicional. Se espera obediencia por parte de la mujer, quien debe ser sumisa, incondicional, sensible, tolerante, comprensiva, sacrificada, y se le asigna al varón el papel antagónico.
Todo esto está determinado por una historia patriarcal en la medida en que la mujer fue recluida durante milenios en el espacio doméstico privado, por lo cual no accedió a la categoría de individuo hasta la modernidad.  Si se considera a la mujer “la reina del hogar” es porque el hombre puede reinar en el ámbito público, que se considera el más importante en tanto es allí donde se dan las relaciones entre sujetos iguales, donde se hacen las leyes, donde se juega lo político. 
Cabe destacar, que si bien ha habido cambios en el esquema espacio público -espacio privado con la inserción de las mujeres en el ámbito laboral fuera del doméstico, esto no se ha traducido aún en una verdadera transformación de los roles y estereotipos de género. Sigue existiendo una base de desigualdad en las relaciones entre hombres y mujeres.  Pero es importante señalar que la obediencia de la mujer al hombre no se da absolutamente, de modo pasivo, sino que hay distintas formas de resistencia. La mujer ha tenido que luchar  de manera organizada para ser consideradas ciudadanas, obtener el derecho al voto, recibir igual remuneración por igual trabajo y participar en la política.  Y esta resistencia se sigue organizando y llevando adelante por otras reivindicaciones, como la despenalización del aborto, y la necesidad de una legislación que no permita re-victimizar a la víctima. (Parra. 2002).

A juicio de parra, es común ver en expedientes de juicios por violación muchos ejemplos de atenuantes por la forma en que estaba vestida la víctima, el horario y el lugar en que se hallaba, la actividad que estaba realizando, etc. Por todo esto, la violencia contra las mujeres no puede separarse del análisis de las estructuras sociales.  Detrás de cada acto violento y de discriminación contra la mujer hay una trama de estructuras y relaciones sociales con determinadas ideologías que posibilitan dichos actos. Ideologías que sostienen espacios de poder diferenciados para cada género, y que juegan un papel fundamental en la génesis de la violencia de género. 


Violencia Intrafamiliar

Son innumerables las formas la violencia familiar. Puede pensarse en violencia hacia los mayores, entre cónyuges, hacia los niños, las mujeres, los hombres, los discapacitados, etc. Además siempre es difícil precisar un esquema típico familiar, debido a que la violencia puede ser física o psíquica, y ocurre en todas las clases  sociales, culturas y edades. La mayoría de las veces se trata de los adultos hacia una o varios individuos.

En ese sentido, es común observar la violencia hacia los mayores, entre cónyuges, hacia los niños, las mujeres, los hombres, los discapacitados, etc. Siempre es difícil pensar un esquema típico familiar, debido a que la violencia puede ser psíquica o física, y ocurre en todas las clases sociales, culturas y edades. La mayoría de las veces se trata de adultos hacia uno a varios individuos. Por otra parte, se considera que todo ser humano menor de dieciocho años de edad es un niño, salvo que, en virtud de la ley de su país le sea aplicable y haya alcanzado antes la mayoría de edad.

En la práctica el maltrato tiende a "naturalizarse" es decir se torna cotidiano sobre todo a través de conductas violentas que no son sancionadas como tales. Muchas personas que maltratan son considerados (y se consideran a sí mismos) como de mayor poder hacia quienes son considerados (se piensan a sí mismos) como de menor poder. Cabe destacar que las personas que sufren estas situaciones suelen ocupar un lugar relativamente de mayor vulnerabilidad dentro del grupo familiar. En este sentido la violencia hacia los niños y las mujeres, estadísticamente reviste la mayor casuística, en cambio los hombres maltratados son solo el 2% de los casos de maltrato (por lo general hombres mayores y debilitados tanto físicamente como económicamente respecto a sus parejas mujeres). (Parra. 2002).

También cabe enumerar la violencia cruzada, cuando el maltrato pierde el carácter de aparente unidireccionalidad. Desde el punto de vista jurídico resulta dificultosa la comprobación. Cuando se trata de violencia física en su mayoría son lesiones leves, las cuales cuando dejan marcas desaparecen en no más de 15 días. Por lo general quienes padecen estas situaciones tienen reticencia a denunciar lo que ocurre. Los motivos de este recelo ocupan desde hace muchos años a investigadores y profesionales. Por un lado porque se mantiene una espera de un cambio espontáneo de quién agrede, por otro lado se aceptan las disculpas (típicas) de quién agrede, y se creen las promesas que no se lo volverá a hacer (otro rasgo característico), también influye el temor al prejuicio social, las convicciones ético – religiosas, la dependencia económica, el miedo a represalias, la falta de esperanzas en la eficiencia de los trámites jurídicos, etc. Pero quizás el punto más álgido del razonamiento sobre el maltrato se evidencia en el sostenimiento del vínculo violento.

En este sentido entran en consideración tanto el aplastamiento psíquico, la baja autoestima, la educación violenta, como también una consideración al suponer una relación signada de vicios y sistemas psíquicos o relacionales, o un posible montaje estructural subjetivo que impide romper el tipo de relación, etc. Se debe considerar que la situación violenta no solo la padecen quienes sufren golpes o humillaciones, sino también quién propina esos mismos golpes y humillaciones. Intervienen al respecto los modelos de organización familiar, las creencias culturales, los estereotipos respecto a supuestos roles relacionales, y las maneras particulares de significar el maltrato.


Factores Criminológicos

Factores Sociales de la Criminalidad

Las teorías que tratan de explicar los factores “causales” de la criminalidad se resumen en dos tipos: biológicas y sociales. Las teorías biológicas sostienen que los factores están siempre en el individuo, terreno sobre el cual obra el ambiente; de tal modo que lo social sólo incidirá sobre la forma y frecuencia del delito. Las teorías sociológicas, en cambio, dan importancia absoluta o predominante a los factores externos o sociales y confieren escaso valor a lo individual (los hombres, naciendo iguales, serán buenos o malos conforme al ambiente en el cual vivan y se desarrollan).

Por esto desde hace mucho tiempo, en criminología se habla de factores endógenos y exógenos (internos y externos) de la criminalidad; los primeros han sido definidos como aquellos que por su naturaleza son intrínsecos al sujeto, en tanto que ser biológico y psíquico (la herencia, por ejemplo); y los segundos, como aquellos que siendo extraños a la naturaleza constitutiva del ser humano, la influyen en forma variable según las condiciones del medio y la capacidad de percepción del sujeto. 

A estos últimos se los divide en físicos (medio ambiente no constituido por seres humanos, altitud, latitud, clima, medios de comunicación, barrio, habitación, etc.), familiares (antecedentes de la familia, su composición, sus condiciones morales, económicas y culturales) y sociales (amistades, trabajo, centros de diversión, organización social y política, la cultura del medio, la economía, la influencia religiosa, etc.).

Entre estos factores (endógenos y exógenos) existen relaciones inescindibles y sólo se los separa con fines de estudio, pues, tanto los unos como los otros influyen en la producción del delito, concurriendo en constelación. Quedó señalado que los factores sociales de la criminalidad son elementos extraños a la naturaleza constitutiva del ser humano, pero que la influyen en forma variable según las condiciones del medio y la capacidad de percepción del sujeto; agregamos ahora, que la Sociología Criminal ha destacado la importancia de los factores político, cultural, educativo, económico y ecológico entre otros.

El Factor Político

Cuando se habla de este factor se está haciendo referencia al gobierno, a la administración pública. En este sentido, si se considera la criminalidad como un fenómeno sociopolítico, aparece adecuado pensar que la misma siempre estará presente en toda sociedad que tenga un gobierno que la gobierne o la “desgobierne”, según expresa (con mucho acierto, creemos. (López.1976).

En realidad, en sentido estricto, sin organización política no existiría el delito (Parmellee, 1925) puesto que ningún hecho es considerado delictivo hasta que el Estado le da esa definición. En este sentido, la naturaleza de los delitos está en gran parte determinada por la naturaleza de la organización política vigente en un tiempo y lugar dados; así.  Por otra parte, cuando el gobierno es mal administrador, puede constituirse en factor inmediato de producción de conductas delictivas (los comentarios huelgan); también lo será en forma indirecta, en la medida en que cree condiciones favorables a la conducta delictiva y no tome las pertinentes medidas de prevención.

El Factor Cultural

Cultural es el nombre con que se designa a todas las realizaciones características de los grupos humanos. Para la escuela positivista moderna el delito refleja, en buena parte, el ritmo evolutivo cultural de toda sociedad: a mayor cultura y desarrollo de la tecnología, el delito, en consecuencia, presentará variaciones cualitativas y cuantitativas. Dentro de esta perspectiva, la Sociología Criminal se ha ocupado de estudiar, entre otras, las relaciones posibles entre criminalidad y grado de instrucción, criminalidad y medios colectivos de difusión (cine, televisión, radio y prensa) criminalidad y actividades recreativas.

a.- Criminalidad y grado de instrucción: Durante el siglo pasado prevaleció la idea de que el desarrollo de la instrucción haría disminuir la delincuencia, sin embargo, las investigaciones realizadas al respecto no produjeron resultados definitivos. Se encontró, sin embargo, que el analfabetismo no juega papel esencial con relación a la delincuencia como también se creyó durante mucho tiempo.

b.- Criminalidad y medios de comunicación social: El cine, la televisión, la radio y la prensa no son malos ni buenos en sí mismos (sólo son vehículos de difusión); si pueden serlo los mensajes que por su intermedio llegan al público.

El Factor Económico

El factor económico en la criminalidad es de extrema complejidad, baste saber que, por ejemplo, tanto la pobreza como la riqueza pueden influir en su producción.

a.- En relación con la pobreza, es un hecho que la carencia de los medios indispensables para la satisfacción misma de las necesidades individuales y familiares (falta de trabajo, de vivienda adecuada, de servicios elementales, etc.), puede crear en los individuos un estado emocional susceptible de transformarse en sentimiento de inferioridad y de frustración que, así mismo, puede convertirse en odio o resentimiento hacia toda la sociedad, considerada como responsable de tales penurias. También puede generar rebeldía constante que suele traducirse en frecuente violación a las leyes, consideradas como instrumento de opresión y explotación; pudiendo además, generar irrespeto hacia las autoridades; actitudes todas ellas que pueden desencadenar en perpetración de delitos.

b.- En cuanto a la riqueza, no es menos cierto que las situaciones de bonanza y de extrema facilidad para la obtención de los bienes en la sociedad de consumo (lo cual conlleva a la perdida de la conciencia del valor de los objetos) se constituye, en gran medida, en fuente de la más moderna criminalidad: la criminalidad no convencional (económica, de cuello blanco, de los poderosos.
Aspectos Procesales Órganos de denuncia

La denuncia podrá ser formulada ante el Ministerio Público, juzgados de paz, registro civil, división de protección en materia de niño, niña, adolescente, mujer y familia del cuerpo de investigación con competencia en la materia; así como en órganos de policía, unidades de comando fronterizas, tribunales de municipios en localidades donde no existan los órganos anteriormente nombrados o cualquier otro que se le atribuya esta competencia (Art. 71). 

Los órganos de recepción de denuncia tienen como función recibir la denuncia, la cual podrá ser presentada en forma oral o escrita; ordenar las diligencias necesarias y urgentes, entre otras, la práctica de los exámenes médicos correspondientes a la mujer agredida en los centros de salud pública o privada de la localidad; impartir orientación oportuna a la mujer en situación de violencia de género; ordenar la comparecencia obligatoria del presunto agresor, a los fines de la declaración correspondiente y demás diligencias necesarias que permitan el esclarecimiento de los hechos denunciados; imponer las medidas de protección y de seguridad pertinentes; elaborar un informe de aquellas circunstancias que sirvan al esclarecimiento de los hechos, el cual deberá acompañar a la denuncia, anexando cualquier otro dato o documento que sea necesario a juicio del órgano receptor de la denuncia; formar el respectivo expediente y remitirlo al Ministerio Público (Art. 72).

Las medidas de protección y de seguridad, de naturaleza preventiva, que pueden imponerse con el objeto de proteger a la mujer agredida en su integridad física, psicológica, sexual y patrimonial, y de toda acción que viole o amenace a los derechos contemplados en la Ley, podrán ser (Art. 87):


1. Referir a las mujeres agredidas que así lo requieran, a los centros especializados para que reciban la respectiva orientación y atención.

2. Tramitar el ingreso de las mujeres víctimas de violencia, así como de sus hijos e hijas que requieran protección a las casas de abrigo de que trata el artículo 32 de esta Ley. En los casos en que la permanencia en su domicilio o residencia, implique amenaza inminente o violación de derechos previstos en esta Ley. La estadía en las casas de abrigo tendrá carácter temporal.

3. Ordenar la salida del presunto agresor de la residencia común, independientemente de su titularidad, si la convivencia implica un riesgo para la seguridad integral: física, psíquica, patrimonial o la libertad sexual de la mujer, impidiéndole que retire los enseres de uso de la familia, autorizándolo a llevar sólo sus efectos personales, instrumentos y herramientas de trabajo. En caso de que el denunciado se negase a cumplir con la medida, el órgano receptor solicitará al Tribunal competente la confirmación y ejecución de la misma, con el auxilio de la fuerza pública.
4. Reintegrar al domicilio a las mujeres víctimas de violencia, disponiendo la salida simultánea del presunto agresor, cuando se trate de una vivienda común, procediendo conforme a lo establecido en el numeral anterior.

5. Prohibir o restringir al presunto agresor el acercamiento a la mujer agredida; en consecuencia, imponer al presunto agresor la prohibición de acercarse al lugar de trabajo, de estudio y residencia de la mujer agredida.

6. Prohibir que el presunto agresor, por sí mismo o por terceras personas, no realice actos de persecución, intimidación o acoso a la mujer agredida o algún integrante de su familia.

7. Solicitar al órgano jurisdiccional competente la medida de arresto transitorio.
8. Ordenar el apostamiento policial en el sitio de residencia de la mujer agredida por el tiempo que se considere conveniente.

9. Retener las armas blancas o de fuego y el permiso de porte, independientemente de la profesión u oficio del presunto agresor, procediendo a la remisión inmediata al órgano competente para la práctica de las experticias que correspondan.

10. Solicitar al órgano con competencia en la materia de otorgamiento de porte de armas, la suspensión del permiso de porte cuando exista una amenaza para la integridad de la víctima.

11. Imponer al presunto agresor la obligación de proporcionar a la mujer víctima de violencia el sustento necesario para garantizar su subsistencia, en caso de que ésta no disponga de medios económicos para ello y exista una relación de dependencia con el presunto agresor. Esta obligación no debe confundirse con la obligación alimentaria que corresponde a los niños, niñas y adolescentes, y cuyo conocimiento compete al Tribunal de Protección.

12. Solicitar ante el juez o la jueza competente la suspensión del régimen de visitas al presunto agresor a la residencia donde la mujer víctima esté albergada junto con sus hijos o hijas.

13. Cualquier otra medida necesaria para la protección de todos los derechos de las mujeres víctimas de violencia y cualquiera de los integrantes de la familia.
En ese orden de ideas, la ley les otorga competencia a los órganos receptores de denuncia la facultada para ordenar la comparecencia obligatoria del presunto agresor, a los fines de la declaración correspondiente, lo cual es atribución del Ministerio Público por ser el legitimado para dirigir la investigación penal. La declaración del imputado es exclusiva función del representante fiscal, quien además deberá informarle a éste, de manera específica y clara, acerca de los hechos que se le atribuyen. Bajo el fundamento de la obligación, necesidad e interés como base argumentativa para la protección de la mujer, o en definitiva, del carácter preventivo de toda medida cautelar, de lo cual consentimos, no  se pueden soslayar los principios y garantías constitucionales que han hecho frente ante el gigantesco poder del Estado, amenazados, con mayor ahínco, en el desarrollo de un proceso penal. Es la búsqueda, pues, del equilibrio entre la prevención y los derechos del imputado. 

Variables del Estudio

Variable Dependiente: Delitos de  Género
Variable Independiente: Factores criminológicos
Hipótesis: Se supone que los factores socioculturales y económicos inciden en los delitos de género que afecta a  las comunidades de todos los estratos sociales
Bases Normativas
Instrumentos Legales Internacionales

La Organización de Naciones Unidas en la IV Conferencia Mundial de 1995 reconoció que la violencia contra las mujeres es un obstáculo para lograr los objetivos de igualdad, desarrollo y paz, y viola y menoscaba el disfrute de los derechos humanos y las libertades fundamentales de la mitad de la Humanidad. Además la define ampliamente como una manifestación de las relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres. 
La importancia de este fenómeno ha hecho que la comunidad internacional legisle sobre la materia, reconociendo la violencia de género como una violación de los derechos humanos de las mujeres. La violencia de género ha sido objeto de estudio principalmente bajo el impulso del Decenio de Naciones Unidas para la Mujer (1975-1985), que contribuyó poderosamente a sacar a la luz este problema.
En ese marco internacional se han producido importantes convenciones y tratados que, de acuerdo al artículo 23 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, son hoy día ley de la República. Entre los más importantes, se tiene: la Convención sobre Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer de 18 de diciembre de 1979, documento jurídico de mayor autoridad en relación con los derechos humanos de las mujeres. Asimismo, la Declaración de Naciones Unidas sobre la Eliminación de la Violencia sobre la Mujer, proclamada en 1993 por la Asamblea General con motivo de la Conferencia Mundial de los Derechos Humanos, entre otras. 

La Unión Europea ha dado también gran importancia a este tema, dictando al respecto diversas resoluciones, recomendaciones, declaraciones y acciones que reconocen la necesidad de combatir este fenómeno. Desde la Conferencia de Pekín, ha crecido la sensibilidad europea en torno al tema y se han hecho esfuerzos por unificar criterios y concertar acciones para que los derechos fundamentales de las mujeres sean reconocidos y protegidos, desarrollándose iniciativas como la del Parlamento Europeo que en el año 1997 promovió la Campaña de Tolerancia Cero frente a la violencia contra las mujeres. En América Latina también se ha legislado en la materia, durante estos últimos años Bolivia, Colombia, Perú, México (1998), Nicaragua (1996), Panamá (1995), Paraguay, Las Bahamas y República Dominicana (1997), han aprobado leyes o artículos de reforma a sus respectivos Códigos Penales para sancionar la violencia contra la mujer. (Parra 2010).
Entre los instrumentos de protección internacional de derechos humanos de las mujeres, se destacan: 

• La Declaración de Viena sobre la eliminación de la Violencia en contra la Mujer, que amplió el horizonte en el terreno de la defensa y protección de los derechos, al llevar la violencia contra la mujer a la categoría de violación de los derechos humanos. 

• La Resolución del Fondo de Población de las Naciones Unidas, en la que se declara la violencia contra la mujer como una “Prioridad de Salud Pública”. 

• La Convención sobre la Eliminación de todas las formas la Discriminación contra la Mujer, CEDAW, que establece no sólo una declaración de derechos en favor de la mujer, sino que obliga a los Estados partes a preparar reportes cada cuatro años que incluyan información tanto acerca de las leyes y de la incidencia de la violencia contra las mujeres, como de las medidas adoptadas para enfrentarlas y dispone en su artículo 2-c, la obligación de seguir por todos los medios apropiados y sin dilaciones, una política encaminada a “establecer la protección jurídica de los derechos de la mujer sobre una base de igualdad con los del hombre y a garantizar, por conducto de los tribunales nacionales competentes y de otras instituciones públicas, la protección efectiva de la mujer contra todo acto de discriminación”. 

• La Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, Convención Belem Do Para, en la cual el concepto de violencia contra la mujer está firmemente fundamentado en los derechos básicos ya reconocidos en el sistema interamericano de derechos humanos, como son el derecho a la vida, a la integridad física y psíquica, a la libertad personal y el derecho de igualdad de protección ante la ley y de la ley. Además, define la responsabilidad de los Estados en cuanto a adoptar medidas y acciones especificas para eliminar la violencia contra las mujeres. Así mismo, prevé la competencia de la Comisión Interamericana para recibir peticiones individuales “que contengan denuncias o quejas de violación del artículo 7 de la presente Convención” que establece, entre otros, el deber del Estado parte a modificar leyes, reglamentos o prácticas que respalden la violencia contra la mujer y a disponer los mecanismos judiciales y administrativos necesarios para asegurar que la mujer objeto de violencia tenga acceso efectivo a la justicia, resarcimiento y reparación del daño. En estos casos, la Comisión y la Corte tendrán competencia para supervisar su cumplimiento mediante el procedimiento de petición individual en las condiciones y conforme a los mecanismos establecidos en la Convención Americana. 

Como es hoy plenamente reconocido por especialistas y organizaciones internacionales, la violencia de género constituye un problema estructural, de allí que se le haya dado un enfoque multidisciplinario e integral en esta Ley, dando especial importancia a las medidas de sensibilización, educación y prevención, y mejorando los mecanismos de protección a las víctimas mediante la ampliación de las medidas cautelares en su defensa, y se prevén acciones que reduzcan los terribles efectos que la violencia produce en las víctimas. La Ley establece medidas de sensibilización e intervención en al ámbito educativo y se refuerza, con referencia concreta al ámbito de la publicidad, una imagen que respete la igualdad y la dignidad de las mujeres. Con tales medidas de sensibilización y el establecimiento de sanciones para los que violen las normas que en la materia aquí se establecen, se busca erradicar pautas de conducta sexista que propician este tipo de violencia. 
Es de señalar que la aprobación y ratificación de estos instrumentos internacionales influyó para que en Venezuela se generaran cambios legislativos importantes; era necesario contar con un texto legal que además de cumplir con los tratados internacionales fuera operativo en la prevención, sanción y erradicación de la violencia contra la mujer, la aplicación de sanciones, medidas de protección para las mujeres en situación de riesgo o peligro y que describiera la violencia hacia la mujer en sus diversas modalidades. En este orden de ideas, se promulgan la Ley Sobre la Violencia contra la Mujer y la Familia (1999)- actualmente derogada- y la vigente Ley Orgánica Sobre el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia (2007). 

De igual forma, es importante  resaltar que las regulaciones internacionales vinculadas con la violencia contra la mujer, se han ido conformando con el impulso de las organizaciones de mujeres y con Estados comprometidos con la problemática, que han dedicado esfuerzos en prevenir, sancionar y erradicar las diferentes manifestaciones de la violencia en diversos espacios donde se perpetúa la desigualdad social entre hombres y mujeres. 

Instrumentos Legales Nacionales 

Con la aprobación de la nueva Constitución, es cuando se obtiene el mayor logro que marca un hito en la historia de luchas de las mujeres en nuestro país, al visibilizar a las mujeres e incluir la perspectiva de género en la carta Magna. Sin embargo ello no es suficiente, es importante acelerar los procesos de reforma y elaboración de las leyes necesarias para hacer real y efectivo ese reconocimiento de los derechos de las mujeres contenidos en ella.
Constitución de la República Bolivariana de Venezuela (1999)
En relación al tema objeto de estudio, la Carta Magna expresa lo siguiente en los artículos que se mencionan a continuación:

Art. 21: garantía de igualdad ante la Ley.

Art. 33: consagración de la igualdad de derecho de los venezolanos y las venezolanas con relación a la nacionalidad derivada del matrimonio.

Art. 75: el reconocimiento de la existencia de diversas formas de familias y con ello superar la visión unilateral de la sola existencia de la familia nuclear. Se visibiliza el hogar dirigido por mujer sola u hombre solo y se establece el tipo de relaciones familiares que deben orientar el clima de convivencia familiar: deberes e igualdades de derechos, la solidaridad, el esfuerzo común, la comprensión mutua y el respeto recíproco entre sus integrantes (eliminación de la violencia intrafamiliar).

Art. 76: protección a la maternidad, a la paternidad y la consagración del derecho de las parejas a decidir libre y responsablemente el número de hijas e hijos que deseen concebir y a disponer de la información y de los medios que aseguren el ejercicio de ese derecho. Así como también el derecho a servicios integrales de planificación  familiar basados en valores éticos y científicos.

Art. 77: consagración de la igualdad de deberes y derechos para el hombre y la mujer en el matrimonio y las uniones de hecho.

Art. 88: reconocimiento del valor económico del trabajo doméstico y de la  seguridad social  para las amas de casa.
Sin duda alguna, la Carta  magna establece claramente en estos  artículos los  derechos  y deberes tanto del hombre como de la mujer, sirviendo además de punto de partida para  la  creación de las demás leyes que reglamentan todo lo inherente a la mujer y la familia.

Tal es el caso de  la Ley Orgánica sobre el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia (2006). Con esta Ley se pretende dar cumplimiento al mandato constitucional de garantizar, por parte del Estado, el goce y ejercicio irrenunciable e interdependiente de los derechos humanos de las mujeres, así como su derecho al libre desenvolvimiento de la personalidad, sin más limitaciones que las derivadas del derecho de los demás y del orden público y social. Por ello el Estado está obligado a brindar protección frente a situaciones que constituyan amenazas, vulnerabilidad o riesgo para la integridad de las mujeres, sus propiedades, el disfrute de sus derechos y el cumplimiento de sus deberes, mediante el establecimiento de las condiciones jurídicas y administrativas necesarias y la adopción de medidas positivas a favor de éstas para que el ejercicio de sus derechos y la igualdad ante la ley sea real y efectiva.
Ley Orgánica sobre el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia 2006. (Gaceta Oficial Nº 38647)

Tiene como misión: hogares sin violencia para combatir el problema. Venezuela libre de violencia contra la mujer y la familia. Proteger al género femenino contra cualquier violencia, maltrato o discriminación social, creada para prevenir, atender, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres en cualquiera de sus manifestaciones y ámbitos, impulsando cambios en los patrones socioculturales que sostienen la desigualdad de género y las relaciones de poder sobre las mujeres, para favorecer la construcción de una sociedad justa democrática, participativa, paritaria y protagónica.

Artículo 1: La presente ley tiene por objeto garantizar y promover el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia creando condiciones para prevenir, atender, sancionar, y erradicar la violencia contra las mujeres en cualquiera de sus manifestaciones y ámbitos, impulsando cambios en los patrones socioculturales que sostienen la desigualdad de género y las relaciones de poder sobre las mujeres, para favorecer la construcción de una sociedad democrática, participativa, paritaria y protagónica.

Los Derechos Protegidos a través de esta ley orgánica, de una manera enunciativa el artículo 3 de esta, establece los siguientes:
-  El derecho a la vida,

- La protección a la dignidad e integridad física, psicológica, sexual y jurídica de las mujeres objeto de violencia, en los ámbitos públicos y privados.

-  La igualdad de derechos entre el hombre y la mujer.
- La protección de las mujeres particularmente vulnerables a la violencia basada en género.

- El derecho de las mujeres víctimas de violencia a recibir plena información y asesoramiento adecuado a su situación personal, a través de los servicios, organismos u oficinas que puedan disponer las Administraciones Públicas, central, estatal y municipal. Dicha información comprenderá las medidas contempladas en esta Ley relativas a su protección y seguridad, y los derechos y ayudas previstos en la misma, así como lo referente al lugar de prestación de los servicios de atención, emergencia, apoyo y recuperación integral.

- Los demás consagrados en la Constitución y en todos los convenios y tratados internacionales en la materia, suscritos por la República Bolivariana de Venezuela, tales como la Ley Aprobatoria de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW), entre otros.
OBLIGACIÓN DEL ESTADO

Artículo 5: El Estado tiene la obligación indeclinable de adoptar todas las medidas administrativas, legislativas, judiciales, y de cualquier otra índole que sean necesarias y apropiadas para asegurar el cumplimiento de esta Ley, y garantizar los derechos de las mujeres víctimas de violencia.

Artículo 6: La sociedad tiene el derecho y el deber de participar de forma protagónica, para lograr la vigencia plena y efectiva de la presente ley, a través de las organizaciones comunitarias y sociales.

Artículo 7: El Estado, con la activa participación de la sociedad, debe garantizar programas permanentes de educación y prevención sobre la violencia de género.

Definición, ámbito de aplicación y formas de violencia
Artículo 14.- (Definición) La violencia contra las mujeres a que se refiere la presente Ley, comprende todo acto sexista que tenga o pueda tener como resultado un daño o sufrimiento físico, sexual, psicológico, emocional, laboral, económico o patrimonial; la coacción o la privación arbitraria de la libertad, así como la amenaza de ejecutar tales actos, tanto si se producen en el ámbito público como en el privado.

Esta ley abarca diversas dimensiones  como Derechos Humanos: que implica el hacer visibles y penalizar las violaciones de los D.H generales de las mujeres como el llamar la atención sobre los hechos agresivos particulares que las afecta; lo cual incluye sus derechos civiles y políticos, socioeconómicos y de corte legal poniendo énfasis en asuntos tales como la Violencia Doméstica entre cuyas consecuencias están la no consecución de justicia y protección, problemas de salud, deterioro de la productividad social y/o imposibilidad de participación cívica. 
En síntesis, pasar de los públicos exclusivamente, a lo privado. En lo Jurídico-Legal, plantea un de disposiciones de defensa, prevención y sanción que incluyan compromisos estatales para el cumplimiento de los derechos antes señalados. En cuando a la Educación, supone formación en DH especificando los de las Humanas, e inclusive a partir de las últimas para poder reconstruir al ser humano, hombres y mujeres, en una relación de afecto, compañerismo, trabajo solidario para vivir una vida cada vez más digna. En el desarrollo. apunta a la construcción de relaciones de equidad y solidaridad entre géneros como condición para la realización personal y el desarrollo integral. 
Moser citada en Moreno (s/f), la dependencia económica y psicológica de las mujeres a las cuales se les educa para valorarse en  función de los hombres que las acompañan les hace difícil si acaso algunas veces imposible, salir de una situación de violencia por ello los planes socioeconómicos deben incluir la concepción de género produciendo teórica y prácticamente una mejora en la calidad de vida de las acciones de pareja. La dependencia femenina es un obstáculo para desarrollo. El lo que respecta a  Salud Integral, considera lo fisiológico, lo biológico, aunado a social para reconocer las relaciones y su influencia en la salud mental y física de la mujer, no sólo en la enfermedad sino también en la prevención de las mismas. (P: 28., 14)
LEGITIMACIÓN PARA DENUNCIAR
Artículo 70: Los delitos a que se refiere esta ley podrán ser denunciados por:

1. La mujer agredida.

2. Los parientes consanguíneos o afines.

3. El personal de la salud de instituciones públicas y privadas que tuvieren conocimiento de los casos de violencia previstos en esta Ley.

4. Las defensorías de los derechos de la mujer a nivel nacional, metropolitano, estadal y municipal, adscritas a los institutos nacionales, metropolitanos, regionales y municipales, respectivamente.
5. Los Consejos Comunales y otras organizaciones sociales.

6. Las organizaciones defensoras de los derechos de las mujeres.

7. Cualquiera otra persona o institución que tuviere conocimiento de los hechos punibles previstos en esta Ley.
Se hace imprescindible que exista la denuncia a los  fines de poder tener información sobre las estadísticas de violencia a fin de establecer las Políticas Públicas necesarias y la intervención del Estado que no puede ser neutral ante tanta exigencia nacional e internacional.

Principios rectores de la ley
Artículo 2: a través de esta Ley se articula un conjunto integral de medidas para alcanzar los siguientes fines:

1. Garantizar a todas las mujeres, el ejercicio efectivo de sus derechos exigibles ante los órganos y entes de la Administración Pública, y asegurar un acceso rápido, transparente y eficaz a los servicios establecidos al efecto.
2. Fortalecer políticas públicas de prevención de la violencia contra las mujeres y de erradicación de la discriminación de género. Para ello, se dotarán a los Poderes Públicos de instrumentos eficaces en el ámbito educativo, laboral, de servicios sociales, sanitarios, publicitarios y mediáticos.

3. Fortalecer el marco penal y procesal vigente para asegurar una protección integral a las mujeres víctimas de violencia desde las instancias jurisdiccionales.

4. Coordinar los recursos presupuestarios e institucionales de los distintos Poderes Públicos para asegurar la atención, prevención y erradicación de los hechos de violencia contra las mujeres, así como la sanción adecuada a los culpables de los mismos y la implementación de medidas socioeducativas que eviten su reincidencia.

5. Promover la participación y colaboración de las entidades, asociaciones y organizaciones que actúan contra la violencia hacia las mujeres.

6. Garantizar el principio de transversalidad de las medidas de sensibilización, prevención, detección, seguridad y protección, de manera que en su aplicación se tengan en cuenta los derechos, necesidades y demandas específicas de todas las mujeres víctimas de violencia de género.

7. Fomentar la especialización y la sensibilización de los colectivos profesionales que intervienen en el proceso de información, atención y protección de las mujeres víctimas de violencia de género.

8. Garantizar los recursos económicos, profesionales, tecnológicos, científicos y de cualquier otra naturaleza, que permitan la sustentabilidad de los planes, proyectos, programas, acciones, misiones y toda otra iniciativa orientada a la prevención, castigo y erradicación de la violencia contra las mujeres y el ejercicio pleno de sus derechos.

9. Establecer y fortalecer medidas de seguridad y protección, y  medidas cautelares que garanticen los derechos protegidos en la presente Ley y la protección personal, física, emocional, laboral y patrimonial de la mujer víctima de violencia de género.

10. Establecer un sistema integral de garantías para el ejercicio de los derechos desarrollados en esta Ley.

Principios Procesales de la Ley Orgánica Sobre el Derecho de la Mujer a Una Vida Libre de Violencia:
Artículo 8: En la aplicación e  interpretación de esta Ley, deberán tenerse en cuenta los siguientes principios y garantías procesales:

1. Gratuidad: Las solicitudes, pedimentos, demandas y demás actuaciones relativas a los asuntos a que se refiere esta Ley, así como las copias certificadas que se expidan de las mismas se harán en papel común y sin estampillas. Los funcionarios y las funcionarias de los Poderes Públicos que en cualquier forma intervengan, los tramitarán con toda preferencia y no podrán cobrar emolumento ni derecho alguno.

2. Celeridad: Los órganos receptores de denuncias, auxiliares de la administración de justicia en los términos del artículo 111 del Código Orgánico Procesal Penal y los tribunales competentes, darán preferencia al conocimiento y trámite de los hechos previstos en esta Ley, sin dilación alguna, en los lapsos previstos en ella, bajo apercibimiento de la medida administrativa que corresponda al funcionario o a la funcionaria que haya recibido la denuncia.

3. Inmediación: El juez o la jueza que ha de pronunciar la sentencia, debe presenciar la audiencia y la incorporación de las pruebas de las cuales obtiene su convencimiento, salvo en los casos que la Ley permita la comisión judicial para la evacuación de algún medio probatorio necesario para la demostración de los hechos controvertidos, cuyas resultas serán debatidas en la audiencia de juicio. Se apreciarán las pruebas que consten en el expediente debidamente incorporadas en la audiencia.

4. Confidencialidad: Los funcionarios y las funcionarias de los órganos receptores de denuncias, de las unidades de atención y tratamiento, y de los tribunales competentes, deberán guardar la confidencialidad de los asuntos que se sometan a su consideración.

5. Oralidad: Los procedimientos serán orales y sólo se admitirán las formas escritas previstas en esta Ley y en el Código Orgánico Procesal Penal.

6. Concentración: Iniciada la audiencia, ésta debe concluir en el mismo día. Si ello no fuere posible, continuará durante el menor número de días consecutivos.

7. Publicidad: El juicio será público, salvo que a solicitud de la mujer víctima de violencia el tribunal decida que éste se celebre total o parcialmente a puerta cerrada, debiendo informársele previa y oportunamente a la mujer, que puede hacer uso de este derecho.

8. Protección de las víctimas: Las víctimas de los hechos punibles aquí descritos tienen el derecho a acceder a los órganos especializados de justicia civil y penal de forma gratuita, expedita, sin dilaciones indebidas o formalismos inútiles, sin menoscabo de los derechos de las personas imputadas o acusadas. La protección de la víctima y la reparación del daño a las que tenga derecho serán también objetivo del procedimiento aquí previstos.
Órganos receptores de denuncia
La denuncia podrá ser formulada oral o escrita, con o sin la asistencia de un abogado ante cuales quiera de los organismos siguientes artículo 71:

· Ministerio Público.

· Juzgados de paz.

· Prefecturas.

· Jefaturas civiles.

· División de protección en materia de niño, niña, adolescente, mujer y familia del cuerpo de investigación con competencia en la materia.

· Órganos de policía.

· Unidades de comando fronterizas.

· Tribunales de municipios en localidades donde no existan los órganos anteriormente nombrados.

· Cualquier otro que se le atribuya esta competencia.

· Los pueblos y comunidades indígenas constituirán órganos receptores de denuncia, integrados por las autoridades legítimas de acuerdo a sus costumbres y tradiciones, sin perjuicio de que la mujer agredida pueda acudir a los otros órganos anteriormente indicados.

Tribunales de Violencia Contra la Mujer
Se encargan de que se cumpla la Ley Orgánica sobre el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia acorde a lo establecido en el Código Orgánico Procesal Penal y la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, que busca la defensa y protección de los derechos de la mujer agraviada. Estos tribunales cuentan con un equipo interdisciplinario, encargado de ayudar al juez a ampliar la investigación de los casos de violencia y asisten al juicio si así es requerido. Dicho equipo, está formado por un abogado, dos trabajadoras sociales, una psicóloga, una psiquiatra, un medico integral y un educador que en conjunto realizan el informe bio-psico-social-legal que luego puede ser solicitado por los Juzgados de Violencia contra la Mujer.

Ministerio Público
Este organismo tiene por objetivo actuar en representación de los ciudadanos venezolanos para garantizar el respeto de los derechos fundamentales establecidos en la constitución, con el fin de preservar el Estado democrático de derecho y justicia. Por medio de la orientación y la investigación está obligada a la defensa de la seguridad e integridad física de los individuos ejerciendo una acción penal a los que la requieran; manejan como criterio la objetividad y procurando la honradez, rectitud y   responsabilidad  civil y penal en los funcionarios para mantener el escudo de la justicia. Ejerce una acción legal en casi todos los campos excepto en el militar, el cual tiene un tribunal especializado. 

Esta institución cuenta con la fiscalía sexta y dieciocho, que son las entidades especializadas en cuanto a los casos de violencia contra la mujer. Es receptor de denuncias y las envía a los tribunales correspondientes para su debido proceso, abriendo las investigaciones pertinentes para los casos de violencia contra la mujer. Este organismo tiene por objetivo actuar en representación de los ciudadanos venezolanos para garantizar el respeto de los derechos fundamentales establecidos en la constitución, con el fin de preservar el Estado democrático de derecho y justicia.

El propósito básico es garantizar el efectivo cumplimiento del derecho constitucional a la defensa del ciudadano, tal como establece el artículo 26 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, se deben hacer valer los derechos de toda persona, así como el acatamiento efectivo de todo lo que conlleva el procedimiento de las leyes de manera gratuita, imparcial y pronta. 

Debiendo resaltar que los funcionarios defensores participan en el resguardo de la protección al niño, niña y adolescente, el derecho agrario, la responsabilidad penal y lo concerniente en materia penal ordinaria, así como de la violencia contra la mujer. Así mismo, debe prestar un servicio accesible de Defensa Pública, a todos los individuos en todo el territorio nacional, sin importar clase socioeconómica.
Dirección General del Delito - Centro de Prevención Atención y Orientación (CPAO)
El Centro de Prevención Atención y Orientación (CPAO) es una organización que pretende por medio de charlas y talleres buscar la sensibilización de los individuos frente a los casos de la violencia de género donde la principal afectada es la mujer, además promueve y coordina no sólo los casos de violencia contra la mujer, sino los casos de  drogas que requieren orientación psicológica. Es así como a través de programas que se llevan a cabo en escuelas, colegios, liceos, comunidades y consejos comunales, misiones, entre otros, se intenta sensibilizar a la población en temas de prevención de violencia delictiva y no delictiva del país. De hacer conocer los principales problemas que afectan a la sociedad. De igual manera, cuentan con un equipo técnico de psicólogos y orientadores, que brindan atención a aquellas personas referidas por los Tribunales Penales o no, sometidos a libertad o seguimiento, para dictarles charlas y así disminuir su conducta violenta Además, proporcionan orientación en cuanto a violencia intrafamiliar, que se considera el origen de tantos hogares disfuncionales.
Cuerpo de Investigaciones Científicas Penales y Criminalísticas (CICPC)
El Cuerpo de Investigaciones Científicas, Penales y Criminalísticas es un organismo que aboga por la eficiencia en la Investigación del delito, mediante su determinación científica, aseverando el ejercicio de la acción penal que conlleve a una buena administración de la justicia en el país. Esta entidad tiene la obligación de colaborar con los demás órganos de seguridad, con el fin de compartir información que sirva para servicios de inteligencia, además de desarrollar políticas de prevención, publicidad e información a fin de aplicar medidas que permitan reducir las actividades ilícitas.  Este organismo también actúa como receptor de denuncia para las mujeres víctimas de violencia, pues cuenta con la Brigada de Delitos contra la Mujer y la Familia que se encarga de realizar las respectivas experticias para la investigación del caso.
Artículo 33: Los órganos receptores de denuncia deberán otorgar a las mujeres víctimas de los hechos de violencia previstos en esta Ley, un trato digno de respeto y apoyo acorde a su condición de afectada, procurando facilitar al máximo su participación en los trámites en que deba intervenir.

En consecuencia, deberán:

1. Asesorar a las mujeres víctimas de violencia sobre la importancia de preservar las   evidencias.

2. Proveer a las mujeres agredidas información sobre los derechos que esta ley le confiere y sobre los servicios gubernamentales o no gubernamentales disponibles para su atención y tratamiento.

3. Elaborar un informe de aquellas circunstancias que sirvan al esclarecimiento de los hechos, el cual deberá acompañar a la denuncia.

El rol de los órganos receptores de denuncia es tan importante que de ellos depende que en la fase de investigación se obtengan los resultados acordes con la realidad material, de manera que el Ministerio Público puede realizar el acto conclusivo (acusación) con los suficientes elementos de convicción, asimismo, el personal que atiende a la mujer víctima debe darle un trato digno, tomando en cuenta la posible afectación no sólo física, sino también emocional que pueda presentar la mujer agredida.

Los órganos de recepción de denuncia tienen como función recibir la denuncia, la cual podrá ser presentada en forma oral o escrita; ordenar las diligencias necesarias y urgentes, entre otras, la práctica de los exámenes médicos correspondientes a la mujer agredida en los centros de salud pública o privada de la localidad; impartir orientación oportuna a la mujer en situación de violencia de género; ordenar la comparecencia obligatoria del presunto agresor, a los fines de la declaración correspondiente y demás diligencias necesarias que permitan el esclarecimiento de los hechos denunciados; imponer las medidas de protección y de seguridad pertinentes; elaborar un informe de aquellas circunstancias que sirvan al esclarecimiento de los hechos, el cual deberá acompañar a la denuncia, anexando cualquier otro dato o documento que sea necesario a juicio del órgano receptor de la denuncia; formar el respectivo expediente y remitirlo al Ministerio Público.

DONDE SE FORMULARAN LAS DENUNCIAS
Artículo 71: La denuncia podrá ser formulada en forma oral o escrita, con o sin la asistencia de abogado o abogada, ante cualquiera de los siguientes organismos:

1. Ministerio Público.

2. Juzgados de Paz.

3. Prefecturas y Jefaturas Civiles.

4. División de protección en materia de niño, niña, adolescente, mujer y familia del cuerpo de investigación con competencia en la materia.

5. Órganos de policía.

6. Unidades de comandos fronterizas.

7. Tribunales de municipios en localidades donde no existan los órganos anteriormente nombrados.

8. Cualquier otro que se le atribuya esta competencia.

9. Cada uno de los órganos anteriormente señalados deberá crear oficinas con personal especializado para la recepción de denuncias de los hechos de violencia a que se refiere esta Ley.
LA APRENSIÓN EN FLAGRANCIA
Art. 93: esta ley cambia los conceptos de flagrancia y establece nuevos tipos de procedimientos, entre ellos que los órganos receptores de denuncias pueden colocar medidas de protección a las víctimas desde el inicio del proceso, ya que son medidas de seguridad hechas de forma anticipada por que son dictadas antes del inicio del juicio penal, (siempre que los elementos y circunstancias del hecho sean verificables por la autoridad, y la existencia inequívoca de la comisión reciente del acto que permita la aprehensión del agresor), a diferencia de la derogada ley que establecía que para este tipo de medidas cautelares se debía esperar la decisión de un juez o un fiscal.

LAS MEDIDAS DE PROTECCIÓN Y DE SEGURIDAD
El Estado Venezolano es responsable de la aplicación de la Ley y de garantizar a las mujeres el derecho a la vida. La Ley, en su artículo 87, describe 13 medidas de protección que los órganos receptores de denuncia deben aplicar para proteger a la mujer agredida en su integridad física, psíquica, sexual y patrimonial. Las medidas de protección tienen su fundamento en la certeza científica de que, si el Estado no interviene para romper el llamado ciclo de la violencia, este se irá reforzando en un espiral de violencia que muy probablemente culmine con el asesinato de la mujer agredida. Las medidas de protección y de seguridad, de naturaleza preventiva, que pueden imponerse con el objeto de proteger a la mujer agredida en su integridad física, psicológica, sexual y patrimonial, y de toda acción que viole o amenace a los derechos contemplados en la Ley, podrán ser (Art. 87):

1. Referir a las mujeres agredidas que así lo requieran, a los centros especializados para que reciban la respectiva orientación y atención.

2. Tramitar el ingreso de las mujeres víctimas de violencia, así como de sus hijos e hijas que requieran protección a las casas de abrigo de que trata el artículo 32 de esta Ley. En los casos en que la permanencia en su domicilio o residencia, implique amenaza inminente o violación de derechos previstos en esta Ley. La estadía en las casas de abrigo tendrá carácter temporal.

3. Ordenar la salida del presunto agresor de la residencia común, independientemente de su titularidad, si la convivencia implica un riesgo para la seguridad integral: física, psíquica, patrimonial o la libertad sexual de la mujer, impidiéndole que retire los enseres de uso de la familia, autorizándolo a llevar sólo sus efectos personales, instrumentos y herramientas de trabajo. En caso de que el denunciado se negase a cumplir con la medida, el órgano receptor solicitará al Tribunal competente la confirmación y ejecución de la misma, con el auxilio de la fuerza pública.

4. Reintegrar al domicilio a las mujeres víctimas de violencia, disponiendo la salida simultánea del presunto agresor, cuando se trate de una vivienda común, procediendo conforme a lo establecido en el numeral anterior.

5. Prohibir o restringir al presunto agresor el acercamiento a la mujer agredida; en consecuencia, imponer al presunto agresor la prohibición de acercarse al lugar de trabajo, de estudio y residencia de la mujer agredida.

6. Prohibir que el presunto agresor, por sí mismo o por terceras personas, no realice actos de persecución, intimidación o acoso a la mujer agredida o algún integrante de su familia

7. Solicitar al órgano jurisdiccional competente la medida de arresto transitorio.

8. Ordenar el apostamiento policial en el sitio de residencia de la mujer agredida por el  tiempo que se considere conveniente.

9. Retener las armas blancas o de fuego y el permiso de porte, independientemente de la profesión u oficio del presunto agresor, procediendo a la remisión inmediata al órgano competente para la práctica de las experticias que correspondan.

10. Solicitar al órgano con competencia en la materia de otorgamiento de porte de armas, la suspensión del permiso de porte cuando exista una amenaza para la integridad de la víctima.

11. Imponer al presunto agresor la obligación de proporcionar a la mujer víctima de violencia el sustento necesario para garantizar su subsistencia, en caso de que ésta no disponga de medios económicos para ello y exista una relación de dependencia con el presunto agresor. Esta obligación no debe confundirse con la obligación alimentaria que corresponde a los niños, niñas y adolescentes, y cuyo conocimiento compete al Tribunal de Protección.

12. Solicitar ante el juez o la jueza competente la suspensión del régimen de visitas al presunto agresor a la residencia donde la mujer víctima esté albergada junto con sus hijos o hijas.

13. Cualquier otra medida necesaria para la protección de todos los derechos de las mujeres víctimas de violencia y cualquiera de los integrantes de la familia.

El Ministerio Público ejerciendo el monopolio de la actuación penal en los delitos de acción pública, es el que debe dirigir la investigación a realizar por los órganos de investigación penal, y en ese sentido el artículo 76 establece lo siguiente:

"El o la fiscal del Ministerio Público especializado o especializada dirigirá la investigación en casos de hechos punibles y será auxiliado o auxiliada por los cuerpos policiales. De la apertura de la investigación se notificará de inmediato al Tribunal de Violencia contra la Mujer en Funciones de Control, Audiencia y Medidas".

Artículo 77: El Ministerio Público debe investigar y hacer constar tanto los hechos y circunstancias útiles para el ejercicio de la acción, como aquellos que favorezcan a la defensa del imputado o imputada.

Artículo 79: El Ministerio Público dará término a la investigación en un plazo que no excederá de cuatro meses. Si la complejidad del caso lo amerita, podrá solicitar fundadamente ante el Tribunal de Violencia contra la Mujer con funciones de Control, Audiencia y Medidas competente, con al menos diez días de antelación al vencimiento de dicho lapso, una prórroga que no podrá ser menor de quince ni mayor de noventa días.
 Con esta Ley se pretende dar cumplimiento al mandato constitucional de garantizar, por parte del Estado, el goce y ejercicio irrenunciable e interdependiente de los derechos humanos de las mujeres,
Formas de violencias establecidas en el (Art. 15) de la Ley Orgánica sobre el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia (2007) 

· Violencia psicológica: conducta activa u omisiva ejercida en deshonra, descrédito o menosprecio al valor o dignidad personal, tratos humillantes y vejatorios, vigilancia constante, aislamiento, marginalización, negligencia, abandono, celotipia, comparaciones destructivas, amenazas y actos que conllevan a las mujeres víctimas de violencia a disminuir su autoestima, a perjudicar o perturbar su sano desarrollo, a la depresión e incluso al suicidio.
· Acoso u hostigamiento: conducta abusiva y especialmente los comportamientos, palabras, actos, gestos, escritos o mensajes electrónicos dirigidos a perseguir, intimidar, chantajear, apremiar, importunar y vigilar a una mujer que pueda atentar contra su estabilidad emocional, dignidad, prestigio, integridad física o psíquica, o que puedan poner en peligro su empleo, promoción, reconocimiento en el lugar de trabajo o fuera de él.

· Amenaza: anuncio verbal o con actos de la ejecución de un daño físico, psicológico, sexual, laboral o patrimonial con el fin de intimidar a la mujer, tanto en el contexto doméstico como fuera de él.

· Violencia física: acción u omisión que directa o indirectamente está dirigida a ocasionar un daño o sufrimiento físico a la mujer, tales como: Lesiones internas o externas, heridas, hematomas, quemaduras, empujones o cualquier otro maltrato que afecte su integridad física.

· Violencia doméstica: conducta activa u omisiva, constante o no, de empleo de fuerza física o violencia psicológica, intimidación, persecución o amenaza contra la mujer por parte del cónyuge, el concubino, ex cónyuge, ex concubino, persona con quien mantiene o mantuvo relación de afectividad, ascendientes, descendientes, parientes colaterales, consanguíneos y afines.

· Violencia sexual: conducta que amenace o vulnere el derecho de la mujer a decidir voluntaria y libremente su sexualidad, comprendiendo ésta no sólo el acto sexual, sino toda forma de contacto o acceso sexual, genital o no genital, tales como actos lascivos, actos lascivos violentos, acceso carnal violento o la violación propiamente dicha.

· Acceso carnal violento: forma de violencia sexual, en la cual el hombre mediante violencias o amenazas, constriñe a la cónyuge, concubina, persona con quien hace vida marital o mantenga unión estable de hecho o no, a un acto carnal por vía vaginal, anal u oral, o introduzca objetos sea cual fuere su clase, por alguna de estas vías.

· Prostitución forzada: acción de obligar a una mujer a realizar uno o más actos de naturaleza sexual por la fuerza o mediante la amenaza de la fuerza, o mediante coacción como la causada por el temor a la violencia, la intimidación, la opresión psicológica o el abuso del poder, esperando obtener o haber obtenido ventajas o beneficios pecuniarios o de otro tipo, a cambio de los actos de naturaleza sexual de la mujer.

· Esclavitud sexual: privación ilegítima de libertad de la mujer, para su venta, compra, préstamo o trueque con la obligación de realizar uno o más actos de naturaleza sexual.

· Acoso sexual: solicitud de cualquier acto o comportamiento de contenido sexual, para sí o para un tercero, o el procurar cualquier tipo de acercamiento sexual no deseado que realice un hombre prevaliéndose de una situación de superioridad laboral, docente o análoga, o con ocasión de relaciones derivadas del ejercicio profesional, y con la amenaza expresa o tácita de causarle a la mujer un daño relacionado con las legítimas expectativas que ésta pueda tener en el ámbito de dicha relación.

· Violencia laboral: discriminación hacia la mujer en los centros de trabajo: públicos o privados que obstaculicen su acceso al empleo, ascenso o estabilidad en el mismo, tales como exigir requisitos sobre el estado civil, la edad, la apariencia física o buena presencia, o la solicitud de resultados de exámenes de laboratorios clínicos, que supeditan la contratación, ascenso o la permanencia de la mujer en el empleo. Constituye también discriminación de género en el ámbito laboral quebrantar el derecho de igual salario por igual trabajo.

· Violencia patrimonial y económica: conducta activa u omisiva que directa o indirectamente, en los ámbitos público y privado, esté dirigida a ocasionar un daño a los bienes muebles o inmuebles en menoscabo del patrimonio de las mujeres víctimas de violencia o a los bienes comunes, así como la perturbación a la posesión o a la propiedad de sus bienes, sustracción, destrucción, retención o distracción de objetos, documentos personales, bienes y valores, derechos patrimoniales o recursos económicos destinados a satisfacer sus necesidades; limitaciones económicas encaminadas a controlar sus ingresos; o la privación de los medios económicos indispensables para vivir.

· Violencia obstétrica: apropiación del cuerpo y procesos reproductivos de las mujeres por personal de salud, que se expresa en un trato deshumanizador, en un abuso de medicalización y patologización de los procesos naturales, trayendo consigo pérdida de autonomía y capacidad de decidir libremente sobre sus cuerpos y sexualidad.

· Esterilización forzada: realizar o causar intencionalmente a la mujer, sin su consentimiento voluntario e informado y sin que la misma haya tenido justificación, un tratamiento médico o quirúrgico u otro acto que tenga como resultado su esterilización o la privación de su capacidad biológica y reproductiva.

· Violencia mediática: exposición, a través de cualquier medio de difusión, de la mujer, niña o adolescente, que de manera directa o indirecta explote, discrimine, deshonre, humille o que atente contra su dignidad con fines económicos, sociales o de dominación.

· Violencia institucional: Son las acciones u omisiones que realizan las autoridades, funcionarios y funcionarias, profesionales, personal y agentes pertenecientes a cualquier órgano, ente o institución pública, que tengan como fin retardar, obstaculizar o impedir que las mujeres tengan acceso a las políticas públicas y ejerzan sus derechos.

· Violencia simbólica: Son mensajes, valores, iconos, signos que transmiten y reproducen relaciones de dominación, desigualdad y discriminación en las relaciones sociales que se establecen entre las personas y naturalizan la subordinación de la mujer en la sociedad.

· Tráfico de mujeres, niñas y adolescentes: reclutamiento o transporte dentro o entre fronteras, empleando engaños, coerción o fuerza, con el propósito de obtener un beneficio de tipo financiero u otro de orden material de carácter ilícito.

· Trata de mujeres, niñas y adolescentes: captación, transporte, traslado, acogida o recepción de mujeres, niñas y adolescentes, recurriendo a la amenaza o al uso de la fuerza o de otras formas de coacción, con fines de explotación.

Es importante resaltar que los costos sociales y económicos de este problema son enormes y repercuten en toda la sociedad. Las mujeres pueden llegar a encontrarse aisladas e incapacitadas para trabajar, perder su sueldo, dejar de participar en actividades cotidianas y ver menguadas sus fuerzas para cuidar de sí mismas y de sus hijos. En la actualidad hay pocas intervenciones cuya eficacia se haya demostrado mediante estudios bien diseñados. Son necesarios más recursos para reforzar la prevención de la violencia de pareja y la violencia sexual, sobre todo la prevención primaria, es decir, para impedir que se produzca el primer episodio.

Tipos penales

Los delitos de «Violencia psicológica» (Art. 39), «Acoso u hostigamiento» (Art. 40) y «Amenazas» (Art. 41), en un simple examen, manifiestan una configuración difusa, que permite adecuar una circunstancia fáctica delimitada a varios o a todos aquellos tipos penales. Véase, verbigracia, que el delito de «Violencia psicológica» contiene dentro del supuesto de hecho las “amenazas genéricas constantes”, al igual que el delito de «Acoso u hostigamiento» admite la “intimidación”, resultando, ambos elementos, integrantes del tipo penal de «Amenazas».

La «Violencia sexual» (Art. 43), el «Acto carnal con víctima especialmente vulnerable» (Art. 44) y los «Actos lascivos» (Art. 45) son delitos que repiten casi fielmente los tipos penales contenidos en el Código Penal venezolano. El «Acoso sexual» (Art. 48) también es traslado casi exacto del delito previsto en el artículo 19 de la derogada «Ley Sobre Violencia Contra la Mujer y la Familia».

El hecho punible denominado «Violencia laboral» (Art. 49) sanciona con pena de multa a la “persona que mediante el establecimiento de requisitos referidos a sexo, edad, apariencia física, estado civil, condición de madre o no, sometimiento a exámenes de laboratorio o de otra índole para descartar estado de embarazo, obstaculice o condicione el acceso, ascenso o la estabilidad en el empleo de las mujeres”. La acción que se reprocha, debe entenderse, es la discriminación o marginación de la mujer por desprecio o aun por capricho del sujeto activo, pues hay que recordar que muchas condiciones de trabajo requieren algunas circunstancias que enumera la norma (edad, sexo, apariencia,…) exigidas por la propia actividad laboral que se desarrolla, tal como ocurre, por ejemplo, con las agencias de modelos para publicidad. De todas formas, es un supuesto en discusión.

Con respecto a los delitos obstétricos, el artículo 51 sanciona con multa al personal de salud que no atienda oportuna y eficazmente las emergencias obstétricas; obligue a la mujer a parir en posición supina y con las piernas levantadas, existiendo los medios necesarios para la realización del parto vertical; obstaculice el apego precoz del niño o niña con su madre, sin causa médica justificada, negándole la posibilidad de cargarlo o cargarla y amamantarlo o amamantarla inmediatamente al nacer; altere el proceso natural del parto de bajo riesgo, mediante el uso de técnicas de aceleración, sin obtener el consentimiento voluntario, expreso e informado de la mujer; o practique el parto por vía de cesárea, existiendo condiciones para el parto natural, sin obtener el consentimiento voluntario, expreso e informado de la mujer. La esterilización de la mujer no autorizada (Art. 52) es penada con prisión de dos a cinco años. 

Además, se castiga con multa a quien en ejercicio de la función pública “retarde, obstaculice, deniegue la debida atención o impida que la mujer acceda al derecho a la oportuna respuesta en la institución a la cual ésta acude” (artículo 54). También se aplicará multa a los funcionarios que, siendo órgano receptor de denuncia, no realicen los trámites debidos dentro de cuarenta y ocho horas. 

Por otro lado, se ha previsto la «Prostitución forzada» (Art. 46), la «Esclavitud sexual» (Art. 47), la «Violencia patrimonial y económica» (Art. 50), el «Tráfico ilícitos de mujeres, niñas y adolescentes» (Art. 55) y la «Trata de mujeres, niñas y adolescentes» (Art. 56), entre otros delitos.

En «homicidio intencional» cometido por el cónyuge, ex cónyuge, concubino, ex concubino, persona con quien la víctima mantuvo vida marital, unión estable de hecho o relación de afectividad, con o sin convivencia, se ha sancionado con una pena exorbitante de veintiocho a treinta años de presidio (Art. 65, parágrafo primero). Desgraciadamente, aquella sanción, por disposición expresa, no atiende a ninguna de las distintas calificaciones de homicidio intencional previstas en el Código Penal, siendo banal, en consecuencia, para la nueva ley en vigor, el modo de comisión del hecho o cualquiera de las circunstancias previstas en el Código que la ley estimó para disminuir o aumentar la cuantía de la pena.

Con esta Ley se pretende crear conciencia en todos los sectores del país sobre el grave problema que constituye para la sociedad venezolana que se vulneren los derechos humanos de la mitad de su población, de allí que contemple un amplio espectro de acciones de índole preventiva y educativa, a cargo de las instituciones del Poder Ejecutivo que tienen la responsabilidad de sensibilizar a toda la población frente a este grave problema de profundas raíces culturales, y de educar a todos sus habitantes para la construcción de una sociedad en la que realmente se respeten los derechos humanos de las mujeres. Igualmente, se da gran importancia a las acciones de formación del personal que debe atender a las víctimas de violencia de género y a los victimarios, garantizando una atención oportuna que preserve los derechos humanos de las víctimas, al igual que un tratamiento adecuado al victimario, al que se le garantizan el derecho a la defensa y una posibilidad de reeducación en materia de género.

Responsabilidad civil derivada del delito

Las disposiciones relativas a la responsabilidad civil no sufrieron variaciones importantes con respecto a la «Ley Sobre Violencia Contra la Mujer y la Familia». El artículo 61 de la nueva ley dispone que “los hechos de violencia previstos en esta Ley acarrearán el pago de una indemnización por parte del agresor a las mujeres víctimas de violencia o a sus herederos y herederas en caso de que la mujer haya fallecido como resultado de esos delitos”.
Es importante señalar que la Ley Orgánica Sobre el Derecho a la Mujer a una Vida Libre de Violencia, por mandato constitucional atiende a las necesidades de celeridad y no impunidad, por lo que establece un procedimiento penal especial que preserva los principios y la estructura del procedimiento ordinario establecido en el Código Orgánico Procesal Penal, limitando los lapsos y garantizando la debida diligencia y celeridad por parte del Fiscal o Fiscala del Ministerio Público en la fase de investigación para que dicte el acto conclusivo que corresponda, como una forma de materializar una justicia expedita conforme lo consagra el artículo 2 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. Dicho procedimiento resguarda los derechos y garantías procesales de las personas sometidas a investigación, enjuiciamiento y sanción.

En virtud de que es obligación del estado atender, prevenir, sancionar y erradicar la violencia en contra de las mujeres, debiendo expedir las normas legales que sirvan para tales fines, se establecen en la Ley especial todas las acciones y manifestaciones de la violencia, tanto en el ámbito intrafamiliar como fuera del mismo, dando paso a nuevas definiciones como la violencia institucional, mediática y laboral, entre otras, que afectan a las mujeres en diferentes espacios de su desempeño social.

Las mujeres en Venezuela, ciertamente han avanzado mucho en la eliminación de la legislación discriminatoria contra la mujer, pero esta igualdad formal no se ha traducido necesariamente en igualdad real, por lo que la mayoría de ellas continúan sufriendo discriminación y subordinación. En esta dirección, es importante anotar indicadores que recogen esta situación de exclusión de procesos económicos, políticos, sociales y culturales que afectan la vida cotidiana de las mujeres y que día a día vulneran sus derechos humanos.

La Asamblea Nacional, poder estatal a través de la Comisión Permanente de Familia, Mujer y Juventud, asume la responsabilidad de construir caminos para el logro de una "igualdad real y efectiva" a través de la elaboración de la ley orgánica de los derechos de las mujeres para la igualdad y equidad de género, con la finalidad de proporcionar las herramientas jurídicas necesarias para el logro de la superación de las desigualdades aún existentes entre hombres y mujeres, y el empoderamiento de las mujeres en todos los espacios de la sociedad, sea nacional, estatal, municipal o local. 
El objeto de esta ley es regular los derechos y las garantías constitucionales que protegen a la mujer venezolana por nacimiento o naturalización, y a las extranjeras residenciadas o de tránsito en el país, conforme a los tratados y convenciones internacionales suscritos por la República Bolivariana de Venezuela, garantizando el cumplimiento del principio de igualdad en la diferencia entre hombres y mujeres. Se apoya a la mujer objeto de violencia a través del reconocimiento de derechos como el de la información, la asistencia jurídica gratuita y otros de protección social y apoyo económico. Proporciona por tanto una respuesta legal integral que abarca tanto las normas procesales, creando nuevas instancias, como normas sustantivas penales y civiles, incluyendo la debida formación de los y las funcionarios/ as responsables de la correcta aplicación de la ley.

Código Orgánico Procesal Penal. (2012)

Como su nombre lo indica se encarga del procedimiento penal y tiene como finalidad restablecer el orden social que fuera desequilibrado por algún delito; la acción penal es pública, ya que el Estado es quien administra la justicia mediante el desarrollo penal; lo que implica desde el poder de perseguir el delito hasta el hecho de ejecutar las sanciones penales que se materializan en la condena. El  Código Orgánico Procesal Penal, en conjunto con la Constitución, tiene como objetivo, garantizar los derechos tanto de la víctima como del imputado, preservar el  equilibrio de ambas partes, y mantener la oralidad lo mayormente posible.
Protección de las Víctimas
Artículo 23. Las víctimas de hechos punibles tienen el derecho de acceder a los órganos de administración de justicia penal de forma gratuita, expedita, sin dilaciones indebidas o formalismos inútiles, sin menoscabo de los derechos de los imputados o imputadas o acusados o acusadas. La protección de la víctima y la reparación del daño a la que tengan derecho serán también objetivos del proceso penal.

Los funcionarios o funcionarias que no procesen las denuncias de las víctimas de forma oportuna y diligente, y que de cualquier forma afecte su derecho de acceso a la justicia, serán sancionados conforme al ordenamiento jurídico.

Artículo 120. La protección y reparación del daño causado a la víctima del delito son objetivos del proceso penal. El Ministerio Público está obligado a velar por dichos intereses en todas las fases. Por su parte, los jueces y juezas garantizarán la vigencia de sus derechos y el respeto, protección y reparación durante el proceso.

Asimismo, la policía y los demás organismos auxiliares deberán otorgarle un trato acorde con su condición de afectado o afectada, facilitando al máximo su participación en los trámites en que deba intervenir.

Artículo 121. Se considera víctima:

1. La persona directamente ofendida por el delito.

2. El o la cónyuge o la persona con quien mantenga relación estable de hecho, hijo o hija, o padre adoptivo o madre adoptiva, parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, y al heredero o heredera, en los delitos cuyo resultado sea la incapacidad o la muerte del ofendido u ofendida.

3. El o la cónyuge o la persona con quien mantenga relación estable de hecho, hijo o hija, o padre adoptivo o madre adoptiva, parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, cuando el delito sea cometido en perjuicio de una persona incapaz o de una persona menor de dieciocho años.

4. Los socios o socias, accionistas o miembros, respecto de los delitos que afectan a una persona jurídica, cometidos por quienes la dirigen, administran o controlan.

5. Las asociaciones, fundaciones y otros entes, en los delitos que afectan intereses colectivos o difusos, siempre que el objeto de la agrupación se vincule directamente con esos intereses y se hayan constituido con anterioridad a la perpetración del delito.

Si las víctimas fueren varias deberán actuar por medio de una sola representación.

Cabe destacar, que estas leyes promueven la construcción de un Estado democrático y social de Derecho y de Justicia que propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico y de su actuación, la vida, la libertad, la justicia, la igualdad y, en general, la preeminencia de los derechos humanos, lo cual constituye la base fundamental para el desarrollo del Código Orgánico Procesal Penal.

Definición de Términos  Básicos 

Causa: Todo aquello que produce un resultado, se considera lo que representa fundamento de algo. 

Condición: De ella depende la verificación de algún hecho, algunos autores lo asimilan a la causa pero en realidad son dos elementos diferentes.

Delitos de Género: Es el  ejercido de un sexo hacia otro. La noción, por lo general, nombra a la violencia contra la mujer (es decir, los casos en los que la víctima pertenece al género femenino). En este sentido, también se utilizan las nociones de violencia doméstica, violencia de pareja y violencia machista.


Factores: Elemento contributivo en la realización de un resultado, algunos autores lo identifican como una concausa. En busca de explicaciones acerca del delito, la criminología se sirve de algunos elementos que coadyuvan o facilita la ocurrencia de hechos delictivos, ellos son los factores individuales o personales, los ecológicos o ambientales también podrían llamarse Sociales y los políticos - económicos, todos estos factores se encuentran relacionados con el fenómeno criminal. 

Factores Criminológicos: Dentro de los factores criminológicos tenemos los predisponentes que vienen principalmente del interior del sujeto es decir los psicológicos, biológicos y criminológicos que tienen un efecto de disposición anticipada a la capacidad criminal del delincuente; posteriormente los factores preparantes son aquellos exógenos o endógenos que activan el umbral delincuencial atenuando los activantes y disminuyendo los inhibidores del sujeto criminal y posteriormente los factores desencadenantes son aquellos endógenos o exógenos que llevan al sujeto al clímax de su umbral criminal para desembocar en la actividad criminal, por lo regular son detalles muy insignificantes que logran desquiciar al sujeto para cometer el delito.
Factores Individuales: Ingredientes como la edad, el sexo, la herencia, la genética y la endocrinología se encuentran ligados con la criminalidad. Se podrían llamar personales porque apuntan al individuo como persona sujeta a estos elementos psicosomáticos. 

Factores Sociales: Se incluyen factores como la raza, familia y cultura en la medida en que incidan en la comisión de hechos delictivos. 

Violencia de Género: La organización de las  Naciones Unidas definen la violencia contra la mujer como "todo acto de violencia de género que resulte, o pueda tener como resultado un daño físico, sexual o psicológico para la mujer, inclusive las amenazas de tales actos, la coacción o la privación arbitraria de libertad, tanto si se producen en la vida pública como en la privada.
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CAPÍTULO III

MARCO METODOLÓGICO
La metodología del proyecto incluye el tipo o los tipos de investigación, las técnicas y los instrumentos que serán utilizados para llevar a cabo la investigación, está referida al momento que alude al proceso de investigación, con el objeto de ponerlos de manifestó y sistematizarlos; a propósito de permitir descubrir y analizar los supuestos del estudio y de reconstruir los datos, a partir de los conceptos teóricos convencionalmente.
Diseño y Tipo de  Estudio
El  diseño de investigación, según. Hernández, et al., (2003, p.127). Se define como el plan global de investigación que (...) intenta dar de una manera clara y no ambigua respuestas a las preguntas planteadas en la misma. De modo que se acentúa el énfasis en la dimensión estratégica del proceso de investigación

Según Balestrini (2002) al referirse al diseño de investigación expresa lo siguiente:

El diseño de investigación es la  estrategia  global en  el contexto  del  estudio  propuesto, que  permite  orientar desde  el  punto  de  vista técnico, y  guiar  todo  el proceso  de  investigación, desde la  recolección  de  los primeros  datos, hasta  el  análisis  e  interpretación  de los  mismos  en  función  de  los  objetivos  definidos  en  la  presente  investigación (p.120).
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De igual forma, en la presente investigación, el  diseño  es “No experimental”,  ya que la variable  no es objeto de manipulación por parte del investigador; tal como lo señalan Hernández, Fernández y Baptista (2004: 132); “la investigación No experimental es aquella que se realiza sin manipular deliberadamente variables.

La presente investigación se  considera de  campo, ya que Hernández, Fernández, Baptista. 2000. Sostienen que es: “la actividad intencional realizada por el investigador, que se encuentra dirigida a modificar la realidad con el propósito de crear el fenómeno mismo que se indaga, y así poder observarlo. 

Cabe destacar que el presente trabajo se apoyó en un estudio documental y de campo, el cual es percibido como la indagación de problemas con la finalidad de descubrirlos, explicar sus causas y efecto, los factores que los constituye o predecir la ocurrencia. Los datos se recogerán de forma directa de la realidad, a partir de datos originales.

También se considera como documental, ya que la Investigación Documental, es una técnica, cuyo propósito está dirigido a  racionalizar la actividad  investigativa,  para que ésta se realice dentro de condiciones que aseguren  la obtención y autenticidad de la información que se busca, en relación con el estudio de un tema en particular.  Universidad Nacional Abierta (U.N.A. 2004. p. 59).

Según Hurtado J. (2001.),  también se   define como   bibliográfica, ya que:

“busca como  propósito  localizar el conocimiento de  cualquier índole  y  la  información  producida por   el  trabajo  científico  y  técnico”. (p.52). “tiene  el  propósito  de exponer el  fenómeno  estudiado  haciendo  una enumeración  detallada  de sus   características de   modo  tal que  en los  resultados  dos niveles  de análisis”

Fases de Estudio
Fase 1.-  Consistió en establecer  el nivel de incidencia de los delitos de género en el Sector Mañonguito de Valencia, Edo. Carabobo. Para ello fue  necesario el contacto directo con residentes del sector de quienes  se recabó la información necesaria, siendo imposible manejar estadísticas exactas al respecto. Se pudo constatar que los hechos de violencia y delitos de  género que se reconocen con más frecuencia, parten del ámbito doméstico, familiar o de convivencia cotidiana en donde  se registran con regularidad casos de  maltrato o agresión permanente, golpes, abuso sexual, violación por parte del marido, maternidad forzada (por la criminalización de la contracepción y del aborto), supresión de los alimentos o de bienes de primera necesidad, prohibiciones diversas tales como; estudiar, salir fuera de su casa, entre otras,  asalto y violación en lugares públicos. 
Fase 2.- Estuvo dirigida a  identificar los  factores  criminológicos que desencadenan en  delitos de  género de la población. Después de vistas las distintas perspectivas y diferentes enfoques que intentan averiguar las causas más probables o  más comunes de delitos de género, se evidencia que no existe una sola causa que determine la violencia del hombre contra la mujer, sino que lo más probable es que se trate de un conjunto de factores que se interrelacionan en cada individuo de una manera diferente, generando así distintas conductas de maltrato, siendo los más notables el maltrato físico y psicológico por parte de agresores con baja autoestima y/o bajo influencia de alcohol o drogas, quienes no asumen las responsabilidad de sus actos, no identificando las situaciones peligrosas y no asumen el impacto recibido por parte de sus víctimas, por lo que  no desarrollan estrategias para la prevención de reincidencia. Del mismo modo se constató que no existe causa única que provoque los malos tratos, aunque por lo general sí hay una serie de factores de riesgo que pueden hacer surgir la aparición y posterior mantenimiento de los delitos de género. Aunque existen otras variables, una de las causas principales es la situación de desigualdad real en la que puede encontrarse la mujer (menor fuerza física, dependencia económica, menos relaciones sociales debido al aislamiento por estar en casa, en la mayoría de los casos la mujer que depende económicamente de su pareja, tiene más probabilidades de mantener la relación violenta a lo largo del tiempo. Así mismo, en las situaciones en las que la mujer tiene un rol de subordinada dentro de la familia, hará que se mantengan a largo plazo los malos tratos y  los delitos de  género. 

Fase 3.- En esta última fase se procedió a  recomendar alternativas de solución para la prevención de los  delitos de género en los Pobladores del Sector Mañonguito de Valencia, Edo. Carabobo. Teniendo en cuenta los expuesto hasta ahora sobre el comportamiento agresivo de los hombres en la violencia de género, está claro que no son defendibles las posturas extremas que hablan de este comportamiento perturbado como determinado exclusivamente por mecanismos genéticos o ambientales. Se considera necesario reflexionar de manera personal acerca de las creencias y principios que existen y mantienen la clase de relación en la que se sustenta la pareja. Solo así, se puede llegar a comprender las ideas erróneas que los agresores tienen al basarse exclusivamente en el principio de desigualdad que se les ha sido transmitido a través de la cultura, de que el hombre es quien manda y el que decide usando la violencia física, psicológica y/o sexual para reforzarse en este tipo de creencias. En tal sentido, se hace necesario fomentar el desarrollo social con respeto a los derechos y la dignidad de las personas, impulsar una visión compartida para la superación de la pobreza en todas las políticas públicas, generar una política social dirigida a los más pobres, reforzar el tejido social, el desarrollo comunitario y la participación social,  modernizar la política de asistencia social identificándola como un instrumento de equidad e inclusión, fortalecer el desarrollo social con equidad de género, enfoques con los que se puede dar solución a los grupos vulnerables que son los que más producen en determinados momentos conductas criminales. Fortalecer las medidas preventivas y apoyo a través de intervención terapéutica para con el agresor, pudiendo llevarse a cabo diferentes técnicas psicológicas para la prevención de este mal  en un futuro, y posible rehabilitación y evitando así las recaídas siempre pensando en las víctimas, que al fin y al cabo son quienes sufren los efectos directos por parte de estos casos de violencia, que se están convirtiendo en algo casi cotidiano; y por lo tanto cada vez es mayor la urgencia de solucionar este problema abordándolo desde todos los campos posibles, siendo siempre insuficientes todas las estrategias que se están llevando a cabo, tanto en la atención a las víctimas, la rehabilitación y prevención de recaídas del maltratador, como en una falta de control, por parte de la sociedad.
Población y  Muestra

Población

Según, Tamayo (2000). "la población es la totalidad del fenómeno a estudiar en donde las unidades de población poseen una característica común la cual se estudia y da origen a los datos de la investigación".  
Cuando la población puede ser dividida en categorías, extractos o grupos que tienen un interés analítico y que por razones técnicas y empíricas que presentan diferencias entre ellas. La ventaja que ofrece la estratificación, es que mediante ella se logra una mejor homogeneización de la muestra final “Hernández, Fernández y  Baptista (2004). En consecuencia, La población escogida para la presente investigación  consta  de ochenta (80) residentes del sector  Mañonguito de la  ciudad de  Valencia, estado Carabobo, tomando en cuenta su edad, sexo y nivel de instrucción. 
Muestra 

Hernández, Fernández y  Baptista (2004). Sostienen que “la selección que se hace de la población, para ser sometida a estudio, no es un requisito indispensable de toda investigación. Depende solo de los propósitos del investigador. (p. 102). Por ser una población finita, se incluirá en su totalidad para la conformación de la muestra. Este tipo de muestreo se cataloga como intencional de  naturaleza censal, en tal sentido, Hernández, Fernández, Baptista, (ob.cit:300), opinan que “No siempre la muestra  es una unidad representativa de una población. Cuando queremos realizar un censo, debemos incluir  en el estudio a todos los sujetos del universo o la población.

La  muestra seleccionada, estuvo conformada  por Veinticuatro (24) residentes del Sector  Mañonguito de la  ciudad de  Valencia, los  cuales han estado involucrados de manera  directa  en el caso a investigar, los cuales  fueron tomados  de la   totalidad de la población  existente. 

Técnicas e Instrumentos para la  Recolección de la información
En la presente investigación, la técnica principalmente utilizada será la encuesta. Esta es una técnica destinada a obtener datos de varias personas cuyas opiniones interesan al investigador. Para ello,  a diferencia de la entrevista,  se utiliza un listado de preguntas  escritas que se entregan a los sujetos quienes, en forma anónima,  la responden por escrito. “Es una técnica que se puede aplicar a sectores amplios del universo,  de manera mucho más económica que mediante entrevistas individuales” (Palella y Martins, 2003, p. 111). (Anexo A)
Validez y Confiabilidad
La técnica utilizada para la recolección de datos fue la observación directa.  Según  Maldonado (1994) “Consiste en  el uso sistemático de los sentidos, orientados a  la  captación de la realidad que se quiere estudiar”.  Es una técnica antigua, en la cual  el hombre a través de sus sentidos, capta la realidad que  le rodea, para luego organizarla intelectualmente. 

Por  su parte, Fernández (2001) lo define  de la  siguiente  manera “El instrumento de recolección de datos debe ser eficaz, debe indicar el grado de seguridad de una investigación, es imprescindible al realizar cualquier tipo de investigación contar con un apoyo que garantice confiabilidad en el momento de defenderlo”. En el marco del diseño de esta investigación, se aplicará la modalidad de encuesta, la cual estará comprendida por un cuestionario de 10  ítems, con preguntas diseñadas de acuerdo al tema seleccionado, para responder positiva o negativamente (ver encuesta  marcada como anexo “A”).

CAPITULO IV

RESULTADOS DE LA APLICACIÓN DE LA ENCUESTA
Item Nº 01 

1.- ¿Tiene usted conocimiento de lo que son las agresiones contra el género?
  Cuadro 1

	SI
	NO

	100%
	0%


Agresiones contra el género

[image: image22.emf]100%

0%


Fuente: Gutiérrez T. 2014
Análisis: 

Los  resultados  indican que el 100% de los encuestados  tiene conocimiento de lo que significan las agresiones contra el género, sin embargo reconocen que en la comunidad del sector Mañonguito se dan casos recurrentes de este tipo de agresiones, sin que el agresor sea denunciado y sin que sean tomadas las medidas para que esto no ocurra.

Ítem Nº 02 

2.- ¿Conoce usted la existencia de una ley que protege a la  mujer víctima de violencia de género?
Cuadro N° 2

	SI
	NO

	45%
	55%


Conocimiento de la Ley

[image: image23.emf]100%

0%


Fuente: Gutiérrez T. 2014
Análisis: 

En el Gráfico Nº 2  se aprecia, como  el  55% de los  encuestados,  respondió afirmativamente a la pregunta  efectuada, lo que  indica que si existe conocimiento sobre la existencia de una ley que protege a la mujer, pero la mayoría desconoce su contenido, el 45% restante  dijo no saber de la existencia de este tipo de leyes.

Ítem Nº 03 

3.- ¿Cree que en el sector Mañonguito existe la suficiente información en cuanto a delitos de género?
    Cuadro N° 3

	SI
	NO

	20%
	80%


Información

[image: image24.emf]10%

90%


    Fuente: Gutiérrez T. 2014
Análisis:

En el  Gráfico  Nº 3, se evidencia que solo un 20% de los encuestados considera que en sector  Mañonguito existe la suficiente información en cuanto de delitos de  género. Mientras que el 80% restante opinó que NO, considerando que la población está desinformada  al respecto, por lo que se sabe que existen transgresores que no son denunciados.

Ítem Nº 04

4.- ¿Considera que en su comunidad existen casos de delitos de género?
Cuadro N° 04

	SI
	NO

	60%
	40%


Delitos de Género 
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    Fuente: Gutiérrez T. 2014
Análisis: 

En  el  ítem Nº 4,  representado en el presente  gráfico, donde se les preguntó  Considera que en su comunidad existen casos de  delitos de  género, el 60% de los encuestados respondió afirmativamente, con ciertas reservas por temer quedar expuestos ante la comunidad, debiendo ser necesario aclararles la confidencialidad de sus respuestas. El 40% se abstuvo de responder a la pregunta formulada.

Ítem Nº 05
5.- ¿Tiene conocimiento del nivel de incidencia de los delitos de género en los Pobladores del Sector Mañonguito?
    Cuadro N° 05

	SI
	NO

	25%
	75%


Nivel de Incidencia


     Fuente: Gutiérrez T. 2014
Análisis:

 En el presente gráfico se comprueba que  solo un 25% de los  encuestados manifestó conocer las incidencias de algunos casos en donde se produjo violencia de género, argumentando que es muy difícil la detección de las  incidencias, ya que en la mayoría de los casos las féminas no denuncias  y terminan negando haber sido maltratadas, el 75% restante manifestó no tener conocimiento al respecto.

Ítem Nº 06

6.- ¿De tener conocimiento que en su comunidad existen delitos de género, usted haría la denuncia?
   Cuadro N° 06

	SI
	NO

	80%
	20%


Disposición de denunciar


 Fuente: Gutiérrez T. 2014

Análisis:  

En el presente gráfico se presenta un hecho muy importante y es la disposición de efectuar denuncia por parte de un 80% de los entrevistados, quienes argumentaron que si lo harían solo si esas  mismas leyes que protegen a la mujer, también pueda protegerlos a ellos como denunciantes a fin de  evitar represalias  de parte de los  agresores, solo si se les  garantiza  total y absoluta confidencialidad- El 20% restante  respondió en forma negativa, por temor a las consecuencias.  
Ítem Nº 07
7.- ¿Durante sus vivencias en el sector Mañonguito ha sido testigo de algún delito de género?
  Cuadro N° 07

	SI
	NO

	55%
	45%


Testigos de delitos cometidos


    Fuente: Gutiérrez T. 2014
Análisis:

En el siguiente gráfico, el 55% de los encuestados manifestó haber sido testigos presenciales en forma discreta de algunos delitos cometidos en contra de mujeres, pero manifestaron su NO intervención, ya  que en la mayoría de estos casos los  agresores arremeten en contra de las personas  que pretenden intervenir. Por su parte el 45% restante dijo no haber presenciado nunca  situaciones en las que se comete este tipo de delito.

Ítem Nº 08

8.- ¿Conoce ud, cuáles serían las alternativas de solución a considerar con respecto a la violencia de género?
Cuadro N° 08

	SI
	NO

	100%
	00%


Alternativas de Solución 


  Fuente: Gutiérrez T. 2014
Análisis: 

En esta gráfica, se demuestra cómo el 100%  de los encuestados desconoce acerca de cuáles son las alternativas de solución a considerar con respecto a la  violencia de  género, lo que indica la necesidad de que los  habitantes del sector Mañonguito reciban la información necesaria en cuanto la Ley Orgánica sobre el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia y los organismos que se encargan de intervenir en estos casos y dónde deben acudir.
Ítem Nº 09 

9.- ¿Conoce usted de los organismos encargados de recibir las denuncias sobre delitos de género?
Cuadro N° 09

	SI
	NO

	10%
	90%


Organismos Competentes


 Fuente: Gutiérrez T. 2014
Análisis:

En cuanto a este ítem, se observa como solo un 10%  respondió de forma afirmativa, mientras que el 90% restante manifestó no conocer cuáles son los organismos competentes encargados de recibir las denuncias sobre delitos de género, lo que se supone es un porcentaje considerable, ya que la desinformación sobre cuáles  son los entes encargados de estos casos impide  que los testigos o familiares realicen la denuncia pertinente.

Ítem Nº 10 

10.- ¿Considera pertinente que se efectúen estudios sobre la incidencia de delitos de género en su sector?
     Cuadro N° 10

	SI
	NO

	100%
	0%


Necesidad de Estudio


    Fuente: Gutiérrez T. 2014
Análisis: 

En este último gráfico, se pone de manifiesto la importancia de  efectuar estudios sobre la incidencia de delitos de género en el sector Mañonguito y a su vez la importancia del a realización de la presente investigación, ya que el 100% de los entrevistados coincidieron en la importancia de educar e informar a la población respecto a cuales son las incidencias de este delito y de cuáles son los organismos a los que deben acudir, para dar cumplimiento a la ley que protege a la mujer y le hace valer sus derechos a una vida libre de violencia. 
Recursos para la Investigación 

Recursos Humanos

-El Investigador

-Tutores: Académico, Metodológico e Institucional

-Residentes del Sector Mañonguito (Colaboradores voluntarios)

Consentimiento Informado 

No hubo consentimiento informado

Recursos Institucionales
-   Universidad de Carabobo

-Consejo de Protección de Niños, Niñas  y Adolescentes del Municipio Valencia del estado Carabobo.
- Fiscalía con competencias en materia de violencia de género

Recursos Materiales y Financieros 
-Gastos de Transcripción y Reproducción
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CONCLUSIONES
Luego de haber presentado lo resultados analizados sobre la identificación de los Derechos humanos, jurídicos y económicos y las garantías que permiten la protección a la mujer víctima de violencia, relacionándolo con su valoración legal versus la social relacionada con las dimensiones de salud pública gravedad social de este delito; el investigador concluye los siguientes aspectos:

Al examinar las garantías que permiten la protección a la Mujer Victima de Violencia según la Constitución y las leyes de la República Bolivariana de Venezuela, se concluyó que los resultados del estudio realizado sobre las garantías que permiten la protección a la Mujer Víctima de Violencia en el Municipio Valencia, muestra una evidente disconformidad entre lo plasmado en los textos que consagran la protección a la Mujer, por parte de Estado, y la realidad que les toca vivir, donde reina la apatía entre la misma población, esto se debe plantear como un problema de salud pública y de esta forma ayudaría a concebir de mejor manera la solución al problema del que día a día afecta la familia y la sociedad. 

A nivel legislativo existen programas que están encaminados para lograr la protección de las victimas a través de rehabilitación, médiate ayuda psicológica, medica y legal, aun cuando la realidad es otra ya que muchos de estos programas no cuentan con personal capacitado y especialistas en el área de violencia, carecen de un centro o estructura física adecuada, no existe el presupuesto adecuado para que marche de forma apropiada las instituciones o centros especializados. La realidad nos demuestra que las normas establecidas por la ley para proteger los derechos de la mujer no se cumplen, es por ello que hay que conocer primordialmente las garantías legales que las protegen y resguardan sus derechos.

Aun cuando afirma la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela cuando expresa en su artículo 2: Venezuela se constituye en un Estado democrático y social de Derecho y de Justicia, que propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico y de su actuación, la vida, la libertad, la justicia, la igualdad, la solidaridad, la democracia, la responsabilidad social y en general, la preeminencia de los derechos humanos, la ética y el pluralismo político. 

Y en su Artículo 19, la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, el cual indica que: El Estado garantizará a toda persona, conforme al principio de progresividad y sin discriminación alguna, el goce y ejercicio irrenunciable, indivisible e interdependiente de los derechos humanos. Su respeto y garantía son obligatorios para los órganos del Poder Público de conformidad con esta Constitución, con los tratados sobre derechos humanos suscritos y ratificados por la República y con las leyes que los desarrollen. 

Establece el artículo 21 de la Carta Magna (1999), que todas las personas son iguales ante la ley; […]. Así, existen situaciones en la que no se evidencia la aplicación de lo estipulado en las leyes venezolanas para proveer la protección necesaria y el resguardo de los derechos a las víctimas de la violencia, es por ello que se ven cuartados los derechos que amparan a las mujeres venezolanas. 

De esa manera, el Estado Venezolano debe hacer frente a este problema a través de la creación y aplicación de los medios y las políticas apropiadas para eliminar y condenar la violencia contra la mujer sin invocar costumbres, tradiciones o consideraciones religiosas que le permitan eludir este compromiso, el Estado tiene el deber de perseguir un equilibrio social para permitir una buena calidad de vida y para esto se debe lograr el cumplimiento de las leyes y evitar todo tipo de conducta que coloque en riesgo la paz y la seguridad social.

Por otro lado, al analizar los procedimientos legales y demás actos procesales que determinan las posibles sanciones por causa de la violencia a la mujer en la Legislación de la República Bolivariana de Venezuela, se concluye que la Ley Orgánica Sobre el Derecho a la Mujer a una Vida Libre de Violencia, por mandato constitucional atiende a las necesidades de celeridad y no impunidad.

Por lo que establece un procedimiento penal especial que preserva los principios y la estructura del procedimiento ordinario establecido en el Código Orgánico Procesal Penal, limitando los lapsos y garantizando la debida diligencia y celeridad por parte del Fiscal o Fiscala del Ministerio Público en la fase de investigación para que dicte el acto conclusivo que corresponda, como una forma de materializar una justicia expedita conforme lo consagra el artículo 2 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela (1999). 

Dicho procedimiento resguarda los derechos y garantías procesales de las personas sometidas a investigación, enjuiciamiento y sanción, razón por la cual se insta al Ministerio Público a presentar el acto conclusivo dentro de los lapsos establecidos en el artículo 79 de la Ley Orgánica sobre el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia. 

De allí, que el derecho de acceder a la justicia es un derecho para todas las personas consagrado en los diversos Tratados de Derechos Humanos ya señalados anteriormente y que son recogidos en el derecho interno. Por ende, en Venezuela el acceso a la justicia está consagrado en la Constitución en su artículo 26 que establece el derecho de las personas a acceder a los órganos de la administración de justicia para obtener la tutela judicial efectiva de sus derechos e intereses e incluso los derechos colectivos o difusos. 

De esa manera, los órganos serían los Tribunales, el Ministerio Público, la Defensoría Pública, los órganos de investigación penal, los funcionarios de justicia, el sistema penitenciario, los medios alternativos de justicia, los jueces y juezas, y los abogados y abogadas en ejercicio. Se le exige al Estado garantizar una justicia gratuita, accesible, imparcial, idónea, transparente, autónoma, equitativa y expedita, sin dilaciones indebidas, sin formalismos o reposiciones inútiles.

Seguidamente, al identificar los tipos de violencia en contra de la mujer victima de la violencia tipificada en las normas legales de la República Bolivariana de Venezuela y en los Convenios y Tratados Internacionales, se pudo concluir que cuando se refiere al principio de igualdad, se está hablando de la igualdad ante la ley y este es el principio que reconoce a todos los ciudadanos capacidad para los mismos derechos.

La igualdad jurídica comprende la igualdad en la dignidad de la persona y en sus derechos fundamentales, para así evitar que se establezcan excepciones o privilegios que excluyan a algunos de los que concede a los otros en paridad de circunstancias, este principio es una garantía constitucional establecida en el artículo 21 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela (1999).

Al observar detalladamente este concepto de principio de igualdad, se puede llegar a la conclusión de que no hay presencia de igualdad cuando existen desigualdad de trato en igualdad de condiciones, o cuando hay igualdad de trato en condiciones distintas. El alcance o límite de este principio es, que solo debe haber igualdad de trato en igualdad de condiciones, y solo se establecen excepciones para los casos donde sea imposible la igualdad de condiciones y oportunidades para una minoría o algún grupo de personas con alguna clase de desventaja evidente, esta excepción se conoce como discriminación positiva.

En fin, los Tratados garantizan derechos a las personas, establecen obligaciones para los Estados y permiten que las personas soliciten reparaciones por las violaciones de sus derechos. Todos estos Tratados fueron suscritos por Venezuela y por tanto hoy día tienen rango 133 constitucional y prevalecen en el orden interno como lo contempla el Art. 23 de la Constitución Bolivariana de Venezuela (1999).

Y por último, al indicar los niveles de difusión de los Derechos humanos, jurídicos y económicos y las garantías que permiten la protección a la mujer víctima de violencia, se concluye que entre los efectos que la violencia de género tiene sobre los/as menores se encuentran:
1. Problemas de socialización: aislamiento, inseguridad o agresividad. 

2. Problemas de integración en la escuela: falta de concentración, disminución del rendimiento, entre otros. 

3. Síntomas de estrés postraumático: insomnio, pesadillas, fobias, ansiedad. 

4. Síntomas depresivos: llanto, tristeza, aislamiento. 

5. Alteraciones del desarrollo afectivo, tales como dificultad para manejar las emociones e internalización de roles de género erróneos. 

6. En algunos casos, la muerte.

 De allí, se concluye que Venezuela no escapa, a la magnitud del problema en torno a la Violencia hacia la Mujer en relación al resto del mundo. Antes de irnos al ámbito del derecho, las estadísticas, las Leyes, Pactos, Tratados y Convenios Nacionales e Internacionales, es menester aludir a la cotidianeidad para ejemplificar en lenguaje sencillo, lo que acontece en la gran mayoría de los hogares venezolanos, sin distingos de clases ni status sociales, o nivel cultural. 

Así, la violencia familiar que es un monstruo que no discrimina ni raza, ni religión, ni “sexo”, ni posición social o económica; así pues, se pueden apreciar con mayor facilidad las grandes barbaridades y casos de hechos de violencia que quedan impunes al castigo de la ley porque simplemente son denunciados ante la jefatura policial más cercana las que no hacen nada para evitar dicho atropello. Las parejas, ya sean por uniones de hecho o de derecho siempre tienen sus diferencias de criterios, opiniones y a veces hasta de forma de proceder.

En general, el ser humano, siempre objeta la posición, criterio o punto de vista del semejante. El correcto proceder dictamina normas de comportamiento sobre las cuales emerge el concepto de “ser un ser civilizado que convive armoniosamente en sociedad”.

Por el hecho de ser un ser gregario y vivir en sociedad, el hombre para dirimir las relaciones humanas, ha creado las normas, de manera que exista una sana y armoniosa vida social. Sin embargo, no todos seguimos pautas de comportamiento ni reglas, no todos obedecemos normas y Leyes, sino que nos dejamos llevar por el impulso primitivo propio de un ser vivo, denotando que somos seres que no hemos avanzado en la cadena evolutiva. Hasta llegar a las ofensas.

La violencia doméstica se inicia con la desvirtuación de la discusión hasta llegar a las ofensas, la mar de las veces nos aterra expresar nuestras emociones o simplemente nuestro punto de vista, en pareja, prefiriendo ocasionalmente el “silencio tóxico, seguido de un “mejor me callo para no poner la cosa peor, pues seguro que no me va a entender.

No quiero más problemas en mi vida de pareja”. (Tomado del escrito “Discutir sanamente es un deber con uno mismo y con la pareja sin ofender” de Grissell Lecuna Gacía – Blogriss, El Blog de Grisseld). Hacemos una invitación a la violencia, cuando utilizamos ofensas en un “intercambio de ideas” con la pareja, utilizando adjetivos peyorativos o descalificativos; sin embargo, estos argumentos no son razonamiento suficiente y bastante para justificar las acciones primitivas y salvajes gestadas por parte de la pareja, las cuales degeneran no solo ofensas sino también en daño físico y ocasionalmente hasta patrimoniales.
Estas agresiones verbales generalmente se convierten en agresiones físicas, con ruptura de tejidos que pueden llegar a magnitudes desproporcionadas como a sesgarle la vida al otro. No se trata de tomar parte en alguno de los bandos, simplemente se trata de evitar de una vez por todas la violencia contra la mujer. Se trata de reconocer en principio la desigualdad de fuerza bruta, y el problema de fondo, un desajuste psicológico que raya en una conducta criminal precalificada por criminólogos y especialistas en derecho penal como sadismo (el que siente placer al causar dolor a otro) y sadomasoquismo ( cuando la víctima siente placer con el daño que le causan).

Para concluir podemos advertir que la creación de esta Ley, Ley Orgánica Sobre el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, constituye un gran paso para la ruptura de paradigmas, en el mejoramiento de nuestro país. En virtud que esta regula y fija normas para garantizar el orden y protección de la mujer como columna vertical rectora de la unidad básica de la sociedad, cual es la familia, reivindicando así los derechos adquiridos en el conglomerado social, por vía natural, implicando en ello el hacer visibles y penalizar las violaciones de los DDHH generales de las mujeres como el llamar la atención sobre los hechos agresivos particulares que las afecta; lo cual incluye sus derechos civiles y políticos, socioeconómicos y de corte legal poniendo énfasis en asuntos tales como la Violencia Doméstica entre cuyas consecuencias están la no consecución de justicia y protección.

RECOMENDACIONES

Las posibles soluciones a los tantos casos de violencia que causa grandes transgresiones a los Derechos Humanos los cuales a su vez imposibilitan las garantías que permiten la protección a la Mujer Víctima de Violencia en el Municipio Valencia son: 

1. Hacer cumplir las leyes a través de la puesta en práctica de todos sus programas. 

2. Dictar medidas de protección a tiempo, segura y oportuna. 

3. Adiestrar un personal capacitado y especialistas en el área de violencia, que pueda ayudar psicológicamente a las mujeres que sufren algún tipo de maltrato. 

4. Aplicar los principios de personalidad, racionalidad, humanidad, Igualdad no Discriminación. 

5. Garantizar el derecho a la vida, dignidad humana, a la protección de los derechos de las mujeres que se encuentran en situación de maltrato. 

6. Diseñar y crear proyectos de investigación, vinculados con la evaluación, a fin de conocer las cifras reales de violencia de la que son víctimas las mujeres, por parte de su pareja, seguido a esto difundirlo por toda la población con la finalidad de prevenir la violencia, cuando el mismo muestre sus primeros síntomas. 

7. Reforzar los proyectos y programas de orientación, constituidos por equipos multidisciplinario, ubicados en puntos estratégicos como: 

Escuelas, ambulatorios, hospitales, donde no solo se intervenga a la mujer sino a todos los miembros que conformen la familia del caso atendido, puesto que la familia también resulta afectada por el fenómeno de la violencia. 

8. Diseñar y crear programas y proyectos, dentro de las instituciones u organismos de protección a la mujer, que permitan realizar las denuncian de unas formas más eficientes y eficaces a fin de disminuir el tedioso proceso por el cual tienen que pasar cuando son víctimas de una situación de violencia por parte de su pareja. 

Ahora bien, en lo relativo a las estadísticas de casos de violencia contra la mujer, en esta investigación se intentó utilizar dichas estadísticas para reflejar la influencia de la Ley Orgánica sobre el Derecho de las Mujeres a Una Vida Libre de Violencia sobre el número de casos de violencia, pero esto no fue posible debido a que el Ministerio Público no publica o comparte estadísticas oficiales de casos denunciados de violencia contra la mujer, a pesar de que en los tratados internacionales contra la violencia de género exige la producción de dichas estadísticas. 
Por lo tanto: 

1. Se recomienda al Ministerio Público que cumpla con los tratados internacionales y emita estadísticas oficiales de denuncias de violencia contra la mujer. 

2. Además, se recomienda a la Asamblea Nacional que en un futuro, legisle con mayor armonía y claridad, ya que la Ley Orgánica sobre el Derecho de las Mujeres a Una Vida Libre de Violencia cumple con el rol fundamental de brindar protección al sexo femenino, pero en ciertas penas que contiene esta ley, como la del homicidio contra la mujer, hace dificultoso el cumplimiento del principio de igualdad y la aplicación de la dosimetría penal.

3. Así mismo, se recomienda a estudiantes o investigadores, que se realicen futuras investigaciones que puedan responder: ¿Qué sucede si una mujer es el sujeto activo del delito de homicidio contra la mujer en una relación homosexual del parágrafo único del artículo 65 de la Ley Orgánica sobre el Derecho de las Mujeres a Una Vida Libre de Violencia, siendo esta una ley que castiga la violencia de género? ¿Qué sucede si un hombre que haya cambiado de sexo, que se siente, vive y luce como mujer el cual legalmente es hombre, es el sujeto pasivo del delito de homicidio contra la mujer del parágrafo único del artículo 65 de la Ley Orgánica sobre el Derecho de las Mujeres a Una Vida Libre de Violencia? 

Ello, basado en que la violencia que se ejerce sobre las mujeres en el ámbito doméstico también afecta a los y las menores que integran el núcleo familiar. Según un estudio realizado por la ONG Save the Children (2006), sobre Análisis de la atención a los hijos e hijas de mujeres víctimas de violencia de género en el sistema de protección a la mujer. 
Así, se hace necesario, por tanto, la incorporación de buenas prácticas a través de la actuación profesional, tales como: 

1. Desarrollar estrategias y medios adecuados que permitan abordar la prevención de la violencia de género, especialmente desde el ámbito comunitario, para favorecer la sensibilización social, la detección precoz de estas situaciones y la formación en valores igualitarios. 

2. Coordinar e integrar la intervención del sistema de protección a la mujer en materia de violencia de género y del sistema de protección a menores y a la familia, desarrollando programas de actuación especializada destinados a este fin. 

3. Promover el trabajo en red y la elaboración de protocolos de actuación en el ámbito local que faciliten abordar y atender adecuadamente los casos que se detecten.

REFERENCIAS BIBLIOGRÁFICAS

Castro, J. (2010), “La Violencia contra  la mujer  como Delito en el Sistema Penal Venezolano”, Universidad Central de Venezuela, Caracas, Distrito Capital
Corsi Jorge, (2003). Violencias Sociales, Buenos Aires, Ed. Ariel   

Directorio de  centros de Atención, Social. Violencia de Género. Venezuela 2012

Dolande, Nardi y Zambrano, (2010)  “Causas Socioculturales y Económicas que no permiten la denuncia Publica  Legal de los  Hombres por el Maltrato Doméstico por parte de  su pareja  en Venezuela”. Universidad   Francisco de  Miranda de la ciudad de  Coro, estado Falcón
Hernández, Fernández. C, Baptista P. (2003), Metodología de la Investigación. México. Mc Graw Hill.

Palella  y Martín. P.89. 2003. Metodología de la Investigación Cuantitativa. 
Editorial Torino. Caracas 2006. 3era. Edición.
Parra, María Cristina, Violencia de Género y Acceso a la Justicia: un asunto de Derechos Humanos, Foro por la Equidad de Género, Caracas 2002
Peña (2011) “Intervención de las Políticas Públicas en la disminución de los  Delitos de  Género en la ciudad de Puerto cabello, estado Carabobo”. Universidad Rómulo Gallegos, núcleo Maracay, estado Aragua
Rico, María Nieves (1992), "Violencia doméstica contra la mujer en América Latina y el Caribe: propuestas para la discusión", serie Mujer y desarrollo, Nº 10 (LC/L.690),  Santiago de Chile, Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL).
Tamayo Mario (1983). El Proceso de la  Investigación Científica. Fundamentos de 
la Investigación con Manual para la Evaluación de Proyectos. 2da. 
Edición

REFERENCIAS  NORMATIVAS

Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. (1999). Gaceta Oficial Nº  36.860.
CEDAW, Caracas (2005). Foro Permanente por la Equidad de Género, Informe Sombra sobre Venezuela que se presenta al Comité de Seguimiento de la aplicación de la Convención 
Código Orgánico Procesal Penal. Republica Bolivariana de Venezuela. Gaceta Oficial Nº 5.558 del 14 de Noviembre de 2001.
OEA. (1993).Convención  Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, propuesta por la Organización de los Estados Americanos, por intermedio de la Declaración sobre la eliminación de la violencia contra la mujer. Resolución de la Asamblea General 48/104.

ONU. (1993). Declaración de Naciones Unidas, sobre la Eliminación de la Violencia sobre la Mujer. Asamblea General con motivo de la Conferencia Mundial de los Derechos Humanos
Ley Orgánica sobre el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia (2.007). Gaceta Oficial Nº 38647.

Observatorio Venezolano de los Derechos Humanos de las Mujeres (2000). Síntesis del Informe Alternativo sobre la Situación de los Derechos Humanos de las Mujeres y aplicación de la Convención CEDAW en Venezuela. 
ANEXOS

ANEXO “A”

UNIVERSIDAD DE CARABOBO

FACULTAD DE CIENCIAS JURIDICAS Y POLITICAS

DIRECCIÓN DE POSTGRADO

MAESTRIA EN CIENCIAS PENALES INTEGRALES
FACTORES CRIMINOLÓGICOS DESENCADENANTES  DE LOS DELITOS DE GÉNERO  EN LOS POBLADORES DEL SECTOR MAÑONGUITO DEL MUNICIPIO VALENCIA DEL ESTADO CARABOBO
El presente instrumento, será aplicado en forma de encuesta, a través de preguntas sencillas, de fácil comprensión para el encuestado, ya que se trata de preguntas dicotómicas, cuyas respuestas consisten en “SI” o “NO”, las mismas son efectuadas a efectos de obtener la información necesaria para determinar la importancia de la presente investigación.

Cabe destacar que las respuestas obtenidas, serán estrictamente confidencial, por lo que esperamos su incondicional cooperación.

Atentamente

El Autor
ANEXO “B”

Encuesta
	SI
	NO

	1.- ¿Tiene usted conocimiento de lo que son las agresiones contra el género?
	
	

	2.- ¿Conoce usted la existencia de una ley que protege a la  mujer víctima de violencia de género?
	
	

	3.- ¿Cree que en el sector Mañonguito existe la suficiente información en cuanto a delitos de género?
	
	

	4.- ¿Considera que en su comunidad existen casos de delitos de género?
	
	

	5.- ¿Tiene conocimiento del nivel de incidencia de los delitos de género en los Pobladores del Sector Mañonguito?
	
	

	6.- ¿De tener conocimiento que en su comunidad existen delitos de género, usted haría la denuncia?
	
	

	7.- ¿Durante sus vivencias en el sector Mañonguito ha sido testigo de algún delito de género?
	
	

	8.- ¿Conoce ud, cuáles serían las alternativas de solución a considerar con respecto a la violencia de género?
	
	

	9.- ¿Conoce usted de los organismos encargados de recibir las denuncias sobre delitos de género? 
	
	

	10.- ¿Considera pertinente que se efectúen estudios sobre la incidencia de delitos de género en su sector?
	
	


ANEXO “C”

Formato para Validar el Instrumento

Formato que permitió validar el instrumento aplicado a la muestra seleccionada, con el objeto de  determinar  los Factores Criminológicos Desencadenantes de los Delitos de  Género  en los Pobladores del Sector  Mañonguito del Municipio Valencia del Estado Carabobo. Este fue  validado a través de juicio de (3) expertos. Resaltando su juicio valorativo en los siguientes aspectos: Pertinencia, claridad y coherencia. 

INSTRUMENTO DE VALIDACIÓN
	Ítems Nº
	Pertinencia
	Claridad
	Coherencia

	
	SI
	NO
	SI
	NO
	SI
	NO

	1
	
	
	
	
	
	

	2
	
	
	
	
	
	

	3
	
	
	
	
	
	

	4
	
	
	
	
	
	

	5
	
	
	
	
	
	

	6
	
	
	
	
	
	

	7
	
	
	
	
	
	

	8
	
	
	
	
	
	

	9
	
	
	
	
	
	

	10
	
	
	
	
	
	


Datos de Identificación del Experto:

Nombres y  Apellidos_________________________________________________
Profesiòn:_________________________________________________________

Egresado de:_____________________Año de Egresado:____________________

C.I:____________________________  Firma: ____________________________

Observaciones__________________________________________________________________________________________________________________________
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